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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


AHG 
AHGEG 


AHPJEG 
AHCEG 
AHMRAG 
CPEUM 


Cfr. 
Dr. 
ed. 

exp. 

H. 
Lic. 
MASC 


Mtro. (a) 

passim. 

p (pp.) 

SCJN 

Vid. (vid in extenso) 
vox populi 


Archivo histórico de Guanajuato 

Archivo Histórico General del Estado de 
Guanajuato 

Archivo Histórico del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato 

Archivo Histórico del Congreso del Estado 
de Guanajuato 

Archivo Histórico del Museo Regional de 
la Alhóndiga de Granaditas 

Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Confrontar 

Doctor 

edición 

expediente 

Honorable 

Licenciado (Licenciada) 

Mecanismos alternos de solución de 
controversias 

Maestro (Maestra) 

en varias partes 

página (páginas) 

Suprema corte de justicia de la nación 
Ver (ver ampliamente) 

voz popular 
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La Ley de Fraccionamientos y la Realidad Social' 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 
Urbanismo poco realista 


n el año de 1972 publicamos una serie de breves ensayos bajo el nombre de “El 
agravio en la Ley”. 


Aunque no con la extensión que merecía el tema, al comentar la Ley de 
Fraccionamientos vigentes entonces, decíamos entre otras cosas lo siguiente: 


"Hay casos en que la venta de lotes tiene que hacerse sin verdadera 
urbanización ni suficientes servicios porque la explosión demográfica que se acusa en 
las clases más menesterosas, demanda espacio y suelo donde asentarse. No espera a 
que se urbanice ni puede darse el lujo de comprar lotes que cuenten con los servicios 
necesarios para una vida decorosa. Están definitivamente fuera de su alcance. Por lo 
tanto, digamos que la nueva Ley de Fraccionamientos en nada resuelve el problema. 
Ante la imposibilidad material de que las gentes más necesitadas adquieran lotes con 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 14. Febrero-Marzo 1982; pp. 130-141. 
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los servicios mínimos ahora exigidos aún para las colonias de tipo popular, invadirán 
terrenos o se harán de ellos sin tomar en cuenta esta ley, que pasó por alto la realidad 
de nuestra población ...” 


En 1975 se emitió otra Ley de Fraccionamientos que acentuó los errores de la 
anterior. Por otra parte, las leyes fiscales no han contribuido a resolver el problema. 
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Las consecuencias 
I crecimiento de los centros de población ofrece tres aspectos: 


Uno, a cargo de las empresas fraccionadoras, con capacidad de inversión 
suficiente para satisfacer los requisitos que introdujo en las leyes el criterio 
teorizante de los urbanistas; 


Otro, la compra o alquiler de lotes al margen de la ley por personas de poca 
capacidad económica, sin títulos regulares de propiedad, como consecuencia lógica 
de los impedimentos o exigencias legales; 


Y finalmente, paracaidismo e invasiones cada vez más agresivas y frecuentes. 


Ninguna de estas vertientes promete reducir el problema de la escasez de 
vivienda ni el encarecimiento de los arrendamientos. Los conflictos judiciales y meta 
judiciales proliferan y constituyen ya un factor serio de desestabilización. 
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Breve análisis de la ley actual 


continuación haremos un brevísimo análisis de las leyes que actualmente 
rigen en materia de adquisición y división de terrenos. Se harán observaciones 
tendientes a destacar la necesidad de una reforma urbana urgente. 


Un concepto de fraccionamiento excesivamente amplio: 


1.-En el artículo primero de la Ley de Fraccionamientos se dice que toda 
división o lotificación de terrenos, cualquiera que sea su objeto o causa, se sujetaran 
a dicha ley. 


En el 10 se intenta definir lo que es un fraccionamiento. 


El punto | dice que “es la división de un terreno en lotes cuando para dar acceso 
a éstos se forme una o más calles o privadas o se establezcan servidumbres de paso”. 


Aparte de que no se aclara si se trata de terrenos con o sin construcciones, la 
amplitud de la definición permite considerar como fraccionamiento hasta la mínima 
partición en dos, cuando para dar acceso a cualquiera de las partes se hiciera una 
calle o se estableciera una simple servidumbre. 


2.-Los párrafos |! y Ill dicen que lo es también la división de manzanas en lotes 
cuando se lleve a cabo en cualquier fraccionamiento autorizado o irregular. 


Por lo tanto, hay fraccionamiento hasta cuando se fraccionan las manzanas de 
los fraccionamientos (haya o no calles o servidumbres entre los lotes). 
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3.-El apartado IV incluye la división de una cosa “en copropiedad de varios 
condóminos” si con ello se “afectan las funciones de la vida urbana a (sic) los servicios 
públicos, en los términos de la Ley de Planificación del Estado y de los planes rectores 
de desarrollo urbano, salvo que la división no se encuentre dentro de los supuestos 
previstos en la fracción | que antecede o no excedan de nueve los partícipes”. 


Aunque se usa la expresión “copropiedad de varios condominios”, queda 
excluido de este apartado el régimen específico de propiedad en condominio, según el 
artículo 56 de la propia ley. 


Ya se trate de suelo, ya de construcción, el ejercicio del indiscutible derecho 
de cualquier persona a no permanecer en la indivisión (artículo 93 del Código Civil) se 
ve seriamente menoscabado al someter la alícuota al complicado y oneroso régimen 
de fraccionamientos. 


Es cierto que se habla de un mínimo de nueve participes, pero también se exige 
que la situación no caiga dentro de los supuestos del inciso |, ya comentado. En otras 
palabras, toda división entre comuneros será legalmente un fraccionamiento. 


Podría alegarse que el texto del inciso IV se debe a la necesidad de combatir la 
inaplicación de la ley mediante copropiedades simuladas. Tal solución resulta injusta 
para los copropietarios auténticos, que abundan, ya sea por razón de contrato licito, 
herencia, etc. 


4.-Finalmente el inciso V dice que son fraccionamientos las “zonas de 
urbanización” previstas en la Ley de la Reforma Agraria, cuando su ubicación “afecte 
las funciones de la vida urbana”. 
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Aquí la ley es inconstitucional pues inobserva el artículo 27 de la Carta 
Fundamental. Además, como se verá adelante, uno de los requisitos para la 
autorización de un fraccionamiento es acreditar la propiedad del suelo. Los terrenos 
ejidales, incluyendo zonas de urbanización, no son propiedad de los ejidatarios, sino 
de la nación. 


Las diversas clases de fraccionamientos 
5.-Los fraccionamientos se clasifican, según el artículo 11, en: 


a).-Residenciales urbanos, destinados a habitación y comprendidos dentro de 
zonas urbanas o de crecimiento. 


b).-Residenciales campestres, destinadas a habitación, pero fuera de las 
poblaciones. 


c).-De habitación popular, que son iguales a los residenciales urbanos, con la 
única rebuscada diferencia de que el veinte por ciento de sus lotes pueden tener un 
frente menor de siete metros y una superficie inferior a ciento diecinueve metros 
cuadrados. 


Autorización 


6.-Trataremos de resumir algunas de las condiciones que deben llenarse a fin 
de que se otorgue autorización para un fraccionamiento, incluido el de habitación 
popular, según el artículo 19: 


a).-Calles con mínimo de diez metros de ancho; 
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b).-Lotes con superficie mínima de 119 metros cuadrados y 7 de frente, 
medidas exigibles también a los fraccionamientos de habitación popular para 
el ochenta por ciento de sus lotes; 

c).- Guarniciones y banquetas de concreto o adoquín; 

d).-Pavimento de concreto o adoquín; 

e).-Redes de energía eléctrica para servicio público y domestico; f).-Redes de 
alcantarillado para aguas negras y pluviales; 

9).-Redes de agua potable con tomas para cada lote. 


Fácilmente puede apreciarse que fraccionar requiere gran capital de inversión. 
Como ningún fraccionador regala su dinero, es evidente que ella se refleja en el valor 
de venta. 


No es censurable el contenido de este y otros textos aisladamente considerados, 
pero al vincularlos con las condiciones económicas de los grandes sectores de 
población urgidos de suelo y vivienda, aparecen como inalcanzables. 


Trámites costosos y complejos 


7.-Si se quiere fraccionar conforme a cualquiera de los supuestos del artículo, 
tienen que llenarse los siguientes requisitos, según el capítulo II del Título Primero: 


a).-Ser propietario del inmueble, libre de gravámenes y sin adeudo fiscal; 
b).-Apeo y deslinde judicial; 
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c).-Planos: de la ciudad, poblado o sector, de descarga de drenaje, de fuentes 
de agua potable, de ubicación de líneas eléctricas, de equipamiento urbano, 
escuelas, mercados, clínicas, jardines, templos, curvas de nivel, zonificación 
de manzanas, calles, avenidas, áreas de habitación, de comercios, de servicios 
médicos, culturales, educativos, áreas de donación, etc.; 

d).-Estudio financiero para determinar precios de venta al público. 


El debido cumplimiento de estos requisitos afectará el precio de venta, sin 
duda alguna. 


Parece que la determinación de los precios es parte sustancial de la autorización. 
Estaríamos, posiblemente, ante una ley privativa, ya que el Estado, en general, no fija 
precios de venta a la propiedad inmueble. La ley civil sujeta este punto al acuerdo de 
las partes y solo nulifica tal acuerdo en caso de lesión. 


8.-Presentada la solicitud, una comisión llamada de Planificación examina los 
documentos. Si prospera el proyecto exigirá nuevos estudios y planos (artículos 30 
y 31), esta vez más detallados. Si satisfacen a la Comisión, se iniciaran las obras 
de urbanización, que serán supervisadas por dicho organismo y por la Secretaria de 
Finanzas. 


En caso de que las obras se ajusten al proyecto (artículo 33) y se hayan pagado 
los derechos de supervisión (artículo 35), la Comisión Planificadora formula el texto 
de autorización que deberá ser sometido al Ejecutivo, quien no tendrá más alternativa 


que emitirla. 
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Venta de lotes 


9.- Es curioso que se exijan, inversiones urbanísticas de alto costo sin que 
se tenga aún la autorización. Ningún fraccionador en sus cinco sentidos correría 
ese riesgo, como es natural. Pero la misma Ley de Fraccionamientos da la salida. 
Los artículos 50 y 51 establecen la posibilidad de que el fraccionador venda lotes 
no solo antes de la autorización sino también antes de llevar a cabo las obras de 
urbanización según se desprende del punto lll del artículo 51. En este caso se debe 
dar garantía a satisfacción de la Secretaria de Finanzas por el valor de las obras y 
veinte por ciento adicional. Tal garantía las hará efectiva la misma Secretaria en caso 
de incumplimiento. 


El mecanismo no parece malo, pero la Ley de Fraccionamientos carece de una 
disposición que diga que al hacerse efectiva la garantía queda a cargo del Estado la 
urbanización omitida por el obligado. 


Han sido frecuentes los casos de fraccionamientos inconclusos con buena 
parte de los lotes vendidos. Es claro que si se vendieron sin urbanización es porque 
el fraccionador debió de haber otorgado la garantía del artículo 51. Dígalo o no la 
ley con la claridad que merece punto tan importante, es de esperarse que el Estado 
aplique la garantía a la reparación del daño causado a los compradores. Pero la Ley 
de Fraccionamientos no previene la hipótesis contraria y tampoco concede acción 
específica a los defraudados. 


En la práctica los fraccionadores nunca observan en todas sus partes ley tan 
engorrosa. Los compradores de lotes pueden quedar expuestos a grandes dificultades 
para obtener escrituración definitiva de su propiedad, pues a pesar de que se ha 
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otorgado permiso de venta, el comprador es el que soporta las consecuencias de los 
incumplimientos de sus vendedores: negándose tramite a la traslación de dominio, por 
ejemplo. 


10.-Un ordenamiento que parecía destinado a proteger al público resulta, bien 
analizado, un conjunto de complejas disposiciones a veces incomprensibles y en varios 
aspectos inoperantes. 


Obligaciones adicionales 


11.-Otras obligaciones tiene el fraccionador, las cuales constan en el capítulo 
111 del Título 11. 


Aparte de ceder al uso común las áreas necesarias para vías y servicios 
públicos, la Ley ordena donar al municipio nada menos que el quince por ciento de la 
superficie total de los fraccionamientos residenciales y un diez por ciento de los de 
habitación popular e industriales. 


El valor de estos considerables porcentajes serán repercutidos en el precio de 
los lotes vendibles, como es indudable. Por otra parte, no se encuentra justificación 
para que los municipios se conviertan en propietarios de superficies urbanas 
extensas, ajenas a sus funciones públicas. En esto la ley (artículo 40-11) es, además, 
inconstitucional porque de acuerdo con la fracción VI del artículo 27 de la Carta 
Fundamental, los municipios tienen capacidad para adquirir solamente los bienes 
raíces necesarios a los servicios públicos. 
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12.-El fraccionador también tiene obligación de construir un aula de escuela 
por cada cincuenta lotes, lo cual no es objetable, pero sin duda incrementara precios 
de venta. 


División y lotificación de predios 


13.-Conviene ahora examinar el título IV, capitulo único de la ley de 
Fraccionamientos, que se denomina “De la división y lotificación de predios”. 


Conforme a su artículo 74, las personas que pretenden dividir o lotificar un 
predio deberán solicitar autorización de la Comisión de Planeación. 


Si el punto | del artículo 10 considera fraccionamiento cualquier división, por 
mínima que sea, siempre que se forme una calle, privada o servidumbre, será simple 
lotificación cuando no haya estas últimas. 


A la división y lotificación le son aplicables muchos de los requisitos propios 
de los fraccionamientos, según el artículo 74. Conforme al 75 rigen también en este 
punto los artículos 16, 48 y 49. 


14.- El 16 se refiere a las características que deben tener las calles. Pero si 
una simple lotificación puede tener calles, automáticamente cae dentro del concepto 
de fraccionamiento. 


15.- El 48 impone a los compradores de lotes la obligación de no subdividir. 
Esta restricción no tiene razón de ser y aun parece inconstitucional por privativa 
(garantía 13), ya que la prohibición no es general para todo propietario. Por otra 
parte, si atendemos al texto del artículo, ya comentado, el 48 lo contradice. En este 
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caso, como en muchos otros contenidos en la Ley de Fraccionamientos, se imponen 
limitaciones al dominio, lo que ameritaría otorgar las indemnizaciones previstas en la 
ley relativa de 16 de noviembre de 1937, aun en vigor. 


16.- El 49 prohíbe enajenar lotes si no se cuenta con autorización de 
fraccionamiento o división. Pero este mismo artículo remite a los 50 y 51, que 
establecen la posibilidad de vender antes de que se hayan hecho las obras de 
urbanización mediante la exhibición de una garantía, como ya se ha comentado. 


Según se ve, pesan sobre la división y lotificación exigencias propias de los 
fraccionamientos, que en caso de observarse encarecerían mucho el suelo. 


17.-Es injustificable que la división de predios, incluidos los urbanizados, 
requieran de estudios, planos, solicitudes y gestiones que estorban, paralizan y 
encarecen la propiedad. 


Si se alegase de nuevo que estas trabas ala división tienden a evitar la violación 
de la ley o las simulaciones, no cabe duda que con ella se afectan derechos auténticos 
de propietarios no fraccionadores. La generalidad y falta de discriminación de estas 
disposiciones las hace atentatorias. En muchos aspectos son también inoperantes y 
así vemos cómo se llevan a cabo divisiones que las pasan por alto, aunque motiven la 
aplicación de sanciones. 


Por otra parte, toda medida tendiente a garantizar la observancia de una ley 
tan mala como la de fraccionamientos, parece más bien censurable. 
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Cargas fiscales 


18.-Conforme al artículo 6 de la Ley de Ingresos los fraccionamientos 
residenciales causan un impuesto que va de $25.00 a $40.00 por metro cuadrado; 
de $15.00 a $30.00 los conjuntos habitacionales; de $20.00 a $30.00 los llamados 
“habitacional medio” y, de $10.00 $20.00 los de habitación popular. Este artículo 
se refiere a diez tipos de fraccionamientos diversos, lo cual no concuerda con la 
clasificación que se hace en ella de la ley de la materia que solo se refiere a cuatro 
tipos, no a diez. 


19.-En caso de división o lotificación de inmuebles, el impuesto se causa sobre 
el valor total del inmueble y va de 3 a 5 por ciento. Si la división no se hizo conforme 
a los “lineamientos de la Comisión Estatal de Planificación” (sic) se cobra un impuesto 
adicional por metro cuadrado que va de $15.00 a $50.00 (artículo 10). 


20.-La revisión de proyectos para la traza de fraccionamientos, lotificaciones 
o conjuntos habitacionales causa derechos que van de $17,000.00 a $25,000.00 
(artículo 37, fracción l). La revisión de proyectos para autorización motiva derechos 
de $70.00 a $150.00 por lote (fracción ll-a). La supervisión origina también derechos 
equivalentes a 13 por ciento del presupuesto del valor de las obras (fracción 111). La 
autorización motiva un pago que va de $30,000.00 a $500,000.00 (fracción IV). Las 
inspecciones que deben hacerse a los fraccionadores causan derechos de $2,000.00 
a $65,000.00. 
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Conclusiones 


21.-No podrá negarse que los ensanchamientos urbanos en el Estado resultan 
necesariamente muy onerosos. legalmente nadie puede adquirir un lote para vivienda 
que no provenga de un fraccionamiento, lotificación o división. Cualquiera otra forma 
de crecimiento urbano es irregular a la luz de la ley que comentamos. 


Es curioso observar que zonas urbanizadas de varias ciudades no se encuentren 
pobladas, debido a que las ventas de los lotes se producen lentamente, mientras que 
los mayores asentamientos humanos se localizan en zonas no urbanizadas. 


Como la necesidad y la realidad son fenómenos que desbordan las leyes utópicas 
y clasistas, lo que sucede es que se multiplican los asentamientos desordenados, en 
terrenos 0 zonas que carecen de toda urbanización y de todos los servicios y que dan 
lugar, incluso, a especulaciones reprochables. Las operaciones irregulares se suceden 
y el poseedor se resigna a disfrutar del suelo sin tener títulos en orden. 


La Ley de Fraccionamientos, a pesar de lo dicho, no es del todo mala, pero 
es incompleta. Olvidó que hay pobres y que estos son cada día más numerosos. La 
propiedad privada urbana se ha convertido en institución de privilegio. Así no será 
fácil defenderla. Leyes como las de fraccionamientos contribuyen muy probablemente 
a cavar la tumba de lo mismo que reglamentan 
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Interpretación del artículo 161 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato" 


Mtro. Miguel Valadez Reyes 


a Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guanajuato hoy en vigor dispone 

en su Artículo 161 que sí el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia o el Consejo 

del Poder Judicial estimaren que la queja interpuesta sin motivo se impondrá 
al promovente o a su representante o abogado, o ambos, una multa de treinta o 
ciento veinte días de salario mínimo, tomando como base el vigente en el Estado de 
Guanajuato al momento de interponerse. 


Si se asume que la sanción a que alude el precepto líneas arriba transcrito se 
traduce en una corrección o medida disciplinaria, su aplicabilidad solo se da cuando 
la queja de que se trata haya sido interpuesta sin motivo, ella significa que no ha de 
decretarse necesaria, fatalmente, en cuanto la queja se declare improsperante, bien 
sea por su improcedencia o por su falta. 


Lo anterior significa que el quejoso ha de soportar su correspondiente 


reclamación en dos insoslayables factores: 


1 Publicado originalmente en la Revista del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato; Guanajuato, Capital. México. 1997. número 6. pp.125-131. 
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Uno, de orden objetivo, consistente en el hecho real, concreto y sensorialmente 
apreciable que se realiza u omite por el servidor público dentro de un determinado 
asunto sometido a la jurisdicción y que se constituye en la causa externa , necesaria 
para hacer la imputación; y otro de índole subjetiva, que se traduce en la apreciación, 
el entendimiento de que la conducta, ya bien definida, del servidor, es negligente, 
arbitraria, integradora de un atropello que, por eso mismo, amerita ser corregido a 
través de una sanción disciplinaria. 


De modo que ni siquiera el factor objetivo se actualiza esto es, no existe el 
proceder activo u omiso, que necesariamente ha de dar tema ala atribución, ello quiere 
decir que hay ausencia de causa para la queja, este es, no hay la pauta generadora 
de la reclamación, lo que sería indicativo de que quien la aduce está faltando a la 
verdad, asumiendo una actitud mendaz, pues que falseando o alterando los hechos, 
hace de ellos una atribución sin fundamento sustantivo, divorciada de la realidad, es 
decir, SIN MOTIVO, atento lo cual por elemental equidad, el reproche se revierte y 
hay que sancionar entonces a quien se conduce con mentira, con falta de probidad, 
Atribuyendo hechos que no son ciertos, pues también es de primordial interés para los 
Órganos que en el Poder Judicial se encargan de aplicar sanciones administrativas, 
el salvaguardar la integridad y reputación de sus servidores, poniéndoles a escote de 
acusaciones mentirosas y, en tal sentido, inmotivadas. 


Pero también por lo que atiende al factor de naturaleza subjetiva, puede el 
quejoso carecer de motivo para plantear su reclamo, pues aún cuando el hecho de 
que se trate tenga real entidad, si dolosamente, es decir, con mala fé, tuerce su 
significado, con el sólo propósito de infamar, de calumniar al servidor público, es 
decir, cuando se advierte que no hay razón ninguna para entender que el hecho tiene 
el significado que se le asigna en la queja, a la luz no de principios, técnico-jurídicos 
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(pues esto implicaría una exégesis jurisdiccional y no administrativa), sino conforme a 
fundamentales principios de la sana lógica, ello pone de manifiesto que el quejoso se 
condujo maliciosamente, impelido sólo por un animus nocendi, con la pura intención 
de mancillar, SIN MOTIVO, la honorabilidad de aquel quien injustamente hace la 
imputación, por lo que entonces, atendiendo a ese proceder, es a aquel a quien debe 
sancionarse, para así poner coto a las afirmaciones calumniosas, por inmotivadas, 
de las que hay que preservar a los servidores del Poder Judicial al que demuestren 
aptitud, diligencia y Honestidad. 


De los planteamientos que con anterioridad se expresan, pueden obtenerse las 
siguientes conclusiones: 


1. Son conceptos con significación muy específica y diversos entre sí, los 
relativos a queja improcedente, queja infundada y queja sin motivo. 

2. Toda queja debe tener un soporte objetivo, consistente en un hecho real, 
cognoscible, que cimente la imputación y otro subjetivo, traducido en el 
entendimiento, la apreciación de que ese hecho es, por exceso o defecto, 
constitutivo de un abuso o arbitrariedad. 

3. Sini siquiera el hecho aducido en la queja está probado, porque se le falsea o 
altera, ello significa que no había razón ninguna para plantear la inconformidad 
y que por ende, debe declararse SIN MOTIVO Sancionando, en los términos 
del artículo161 de la ley Orgánica del Poder Judicial, al quejoso. 

4. Cuando, siendo real la acción u omisión imputados, se les interpreta, sólo 
por malicia y dolo, al margen de las reglas de la lógica elemental con el puro 
propósito de infamar, de lastimar la honorabilidad o reputación del Servidor 
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Público, ello significa que se hizo SIN MOTIVO la atribución y que, por ende, 
resulta también aplicable la disposición legal a que se hace mérito en el punto 
anterior. 
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Normas disciplinarias en la nueva Ley Orgánica del Poder 
Judicial! 
Un intento de interpretación 


Mgdo. Miguel Valadez Reyes 


ara que la exégesis de cualquier disposición normativa resulte adecuada, es 


menester realizarla desde los diversos ángulos que hayan de tenerse en cuenta * 
por haber concurrido a su elaboración, lo que significa que no ha de limitarse * 


al puro entendimiento gramatical o literal del precepto, sino que debe extenderse 
a su contenido conceptual, requiriéndose para esto hacerse cargo del todo del que 


l=) 
E) 


ha 
e 
> 
(«El 


forma parte para así ubicarlo en su real contexto, sobre todo en lo que atiende a =— 


la pretensión que el dispositivo trata de actualizar, es decir, tener en cuenta que 
sólo desarrolla una norma jurídica, pues no ha de perderse de vista que detrás y 
encima de la disposición que forma parte del derecho positivo, hay una ratio y un 
telos, significando se lo primero por el motivo que impulsa al legislador a estructurar 
la previsión legal, sin lo que ésta carecería de contenido, y por lo segundo la finalidad 
que se intenta alcanzar, esto es, el propósito que se persigue al estatuir el mandato o 
la prohibición, de lo que se colige que las disposiciones legales no son sino instrumento 
de que se echa mano para con él, plasmar el afán axiológico que ha de ser siempre 


1 Publicado originalmente en la Revista del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato. número 8. Guanajuato, Capital. México.1998. pp.121-128. 
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rector de toda disposición legislativa, pues de otro modo el derecho promulgado se 
traduciría en herramienta, en el menor de los casos desprovista de cualquier sentido y 
en el más grave útil para sojuzgar a los miembros de la sociedad a los dictados de una 
minoría o casta privilegiadas. 


De ahí que en el caso debe partirse de los principios que como premisas de 
la actividad del servidor público se estatuyen en el artículo 108, fracción 111, de la 
Constitución General de la República, pues tratándose del cuerpo de leyes de mayor 
jerarquía, obvio es que en él se deban contener los lineamientos que necesariamente 
se han de observar al diseñarse las legislaciones secundarias, advirtiéndose que en 
aquél se dispone que “se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos 
por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones”, 
de lo que se deriva que son los calificativos que claramente se enuncian los que rigen 
el proceder del servidor público, supuesto que cualquier acto u omisión que los afecte 
se traducirá en faltas o infracciones que conllevan sanción de orden normativas, por lo 
que entonces en el examen de las disposiciones administrativas contenidas en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, necesariamente han de regir 
las directrices que sobre el particular marcó la ley fundamental. Si se procede de ese 
modo ha de encontrarse en cada una de de ese cuerpo legal la ratio que se pliegue a 
los principios constitucionales y, simultáneamente, la finalidad que el sancionamiento 
a los servidores públicos infractores pretende. 


En lo que toca al artículo 151 de la referida Ley Orgánica del Poder Judicial, 
salta a la vista que previene muy diversas hipótesis, que se desarrollan en 17 diferentes 
fracciones o incisos, resultando en principio de elemental comprensión que cada uno 
de ellos ha de referirse a un supuesto específico, diverso de los que se contemplan 
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en los demás, pues no tendría razón de ser el estructurar un precepto con diferentes 
apartados, si en ellos se repitiese el mismo supuesto o captaran la misma infracción, 
por lo que la tarea a realizarse es no sólo comprender ortodoxamente el contenido de 
cada previsión, sino, en su caso, advertir si se incide en la irregularidad de que antes 
se hace mérito. 


“Todo Servidor Público del Poder Judicial tendrá las siguientes 
obligaciones: 


Fracción |: Cumplir con la máxima diligencia y probidad el servicio que le 
sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 
deficiencia en dicho servicio”. 


En la transcripción de líneas arriba se contiene un imperativo y la consecuente 
prohibición. Aquél se traduce en obligar al servidor público a prestar el servido a su 
cargo con la máxima difidencia y probidad, lo que quiere decir que debe poner en la 
tarea de que es responsable el mayor de los cuidados y de las atenciones, pues sólo 
así puede decirse que obra con la máxima diligencia; pero, además, ha de actuar con 
honestidad absoluta, con un comportamiento lleno de rectitud, que necesariamente 
debe ser ligado a la naturaleza de la actividad o cargo, esto es, debe ser probo, lo 
que significa honradez, honestidad, rectitud. De ahí que en cuanto haya de su parte 
cualquier conducta, activa o pasiva, que demerite la diligencia o probidad que le son 
obligatorias, éstas se vean disminuidas, lo que se traduce en una deficiencia en el 
servicio para el que se le ha designado. 
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En esto último reside la ratio de la previsión, es decir, la razón para sancionar 
al servidor público es que el servicio se sigue prestando, pero ya no en los máximos 
niveles de eficiencia que le deben caracterizar, sino con una deficiencia, esto es, 
con mala calidad, lo que demuestra que hay descuido o falta de un comportamiento 
ortodoxo de parte del funcionario o empleado público. 


Tratase de una falta desde luego leve, porque sólo implica una reducción en 
cuanto a calidad en la función estatal que se desarrolla, esto es, disminuye en grado 
respecto a la máxima que se exige a un buen servidor público. 


Fracción Il: “Abstenerse de realizar cualquier acto que cause la 
suspensión del servicio o implique abuso o ejercicio indebido del empleo, 
cargo o comisión que tiene encomendado”. 


Esta previsión legal es de formulación alternativa, supuesto que plantea tres 
diferentes hipótesis; realizada cualquiera de ellas, sobrevendría la consecuencia 
jurídica, esto es, la aplicación de la sanción correspondiente. 


En lo que toca al primero de los supuestos de que se habla, se traduce en un 
acto, cualquiera que sea, que tenga como consecuencia la suspensión del servicio, lo 
que quiere decir que la actividad pública se detiene, esto es, ya no se presta la que 
tiene a su cargo el funcionario o empleado, respecto de la tarea específica que le sea 
obligatoria, pues con la omisión en que incide, traducida en emitir resolución o llevar 
a cabo una determinada actividad jurídica que la ley le impone con excesivo retardo o 
morosidad, no da oportuna solución a la controversia que se le ha planteado o detiene 
el recurso de las actividades a ella tendientes, con lo que deja a los interesados en 
una indefinición respecto al fallo que esperan sobre el asunto debatido, lo que quiere 
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decir que esto queda en suspenso con su retraso, de donde entonces es patente que 
en tal caso hay de su parte una suspensión en el servicio de administración de justicia 
que le ha sido encomendado, para lo que no es menester que se afecte el interés 
general o se paralicen de manera total las actividades del órgano jurisdiccional, dado 
que esto no se exige en la preceptuación ya invocada para los efectos de la comisión 
de la falta administrativa, pues que sólo impone como obligación al servidor público la 
de “abstenerse de realizar cualquier acto que cause la suspensión del servicio”, con 
lo que claramente precisando está que basta una acción, aunque no sea de índole 
general y lesiva al interés social, por lo que desde luego puede ser individualizada, para 
que se incida en la irregularidad que el quebranto de esa prohibición conlleva, la que 
implica una grave desatención de la tarea asignada, porque a diferencia de lo previsto 
en la fracción l, relativa sólo a que se preste un servicio deficientemente, en la Il deja 
de prestarse, aunque sea por breve lapso y en un solo caso, puesto que ya se ha dicho 
que en esto y no en otra cosa consiste la suspensión, comprendiéndose, por ende, en 
este apartado las irregularidades concernientes a la detención de la actividad pública, 
por cualquier causa imputable a quien la tenga a su cargo. 


El segundo de los supuestos alude a un abuso del empleo, cargo o comisión, lo 
que quiere decir que ya no hay la utilización del servicio para los propósitos que le son 
ínsitos, sino que se exceden esos márgenes y se emplea con afanes diversos a los 
que le son natural o legalmente asignados, pues debe tenerse en cuenta que el abuso 
es una extralimitación de los márgenes impuestos a determinada actuación, de donde 
entonces si se incurre en ella obvio es que se está incidiendo en un ejercicio abusivo 
de la función pública. 
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La hipótesis referida en último término es de orden axiológico, pues que se trata 
del ejercicio indebido del empleo, cargo o comisión, lo que implica un pronunciamiento 
necesariamente normativo, pues ha de dilucidarse cuál es el deber que el servidor 
ha de observar en el desempeño de su actividad, para de ahí colegir en qué casos 
ha faltado a él, para así declarar válidamente que ha habido de su parte un ejercicio 
indebido, siendo pertinente enfatizar que no puede tratarse de cualquier falta a la 
obligación contraída, sino que ha de ser de apreciable importancia, para así connotarla 
de ejercicio indebido, lo que supone una infracción a elementales deberes impuestos 
por el empleo, el cargo o la comisión, sobre todo si se atiende a que esto último está 
vinculado con el abuso, es decir, se le pone en el que el legislador ha pretendido 
referirse a un ejercicio indebido que tenga tanta pravedad como el abusivo desempeño 
de la función. 


Esto explica que las tres previsiones del precepto en comentario tengan 
señalada como sanción una suspensión de hasta 60 días, sin goce de sueldo. 


Fracción XVI: “Presentar con toda oportunidad y veracidad las 
declaraciones de su situación patrimonial.” 


Siendo una de las mayores exigencias no sólo de quienes utilizan directamente 
el servicio público que presta el Poder Judicial, sino también de toda la sociedad, el 
que los funcionarios o empleados de aquél demuestren transparencia y pulcritud en el 
origen de los bienes e ingresos que conforman su acervo patrimonial, es obligación muy 
importante que con la periodicidad legalmente señalada presenten sus declaraciones 
relativas ante la oficina o dependencia de ello encargada, debiendo hacerlo dentro 
de los plazos que al efecto se señalen, esto es, con oportunidad; amén de ello, su 


42 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


contenido ha de ser estrictamente apegado a la realidad, es decir, la información tiene 
que ser veraz, pues de otro modo se incide en una falsedad, que es lo que pretende 
evitar la norma de que se trata. 


Bien es cierto que esa obligación es personal y trae consigo consecuencias de 
índole diversa a la disciplinaria, pero también es cierto que dado el valor ya señalado, 
que se intenta preservar, el incumplimiento de la obligación de que se trata es por ello 
elevado al rango de infracción administrativa y trae aparejado sancionamiento no de 
gran drasticidad, justo por las razones ya anotadas. 


Fracción XVII: “Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda 
información y datos solicitados por la Procuraduría de los Derechos 
Humanos, a efecto de que aquélla pueda cumplir con las facultades y 
atribuciones que le correspondan”. 


En el desempeño de la actividad pública encomendada al Poder Judicial, 
pueden sus servidores incidir en irregularidades que trasciendan a la afectación de 
derechos fundamentales de los particulares o que sean por éstos así estimadas, con la 
consecuente queja que en el caso se formule ante el organismo estatal encargado de 
la protección de esos derechos inalienables, el que a fin de substanciar la indagación 
de la denuncia formulada requiere de un informe de la autoridad o servidor a quienes 
se haga la imputación, a los que bajo ningún concepto puede permitirse entorpecer 
el procedimiento relativo, pues ello significaría darles la oportunidad de negarse a 
revelar las faltas cometidas o de encubrirlas; por eso están obligados a proporcionar 
toda la información y los datos que solicite la Procuraduría de los Derechos Humanos, 
los que han de hacérsele llegar de manera ágil y expedita, esto es, con la oportunidad 
necesaria y con un contenido estrictamente apegado a la verdad, de donde se sigue 
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que faltar a este deber constituye una infracción que por eso mismo se sanciona con 
una amonestación, que parece leve, porque faltar a la verdad ante una autoridad es 
incluso constitutivo de un delito, por lo que se estima que la sanción no resulta la 
adecuada al caso. 
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La fuente de la libertad. Un monumento echado al olvido 
Lic. Rafael Rosado Cabrera 


bicada en el jardín Madero, hoy confundido con el jardín Embajadoras, la fuente 

de la libertad es un monumento que ha sido discreto en su andar por la historia. 

Autores como Crispín Espinosa, Agustín Lanuza o Manuel Leal, no consignaron 
nada al respecto sobre su origen. 


A pesar de ello, un estudio realizado por Enrique Rodríguez Avilés, revela que 
dicha estatua, así como la escultura que representa a la Paz, en la plaza que lleva el 
mismo nombre, y los leones sedentes que vigilan el Teatro Juárez, es de la autoría de 
Jesús Fructuoso Contreras. Esculpida en 1895*, y emplazada originalmente frente al 
actual palacio de gobierno en Guanajuato, la escultura representa a una mujer tocada 


1 Universidad autónoma de Aguascalientes: Documento de la semana. Recurso 
digital disponible en https://bovedacontreras.uaa.mx/documento_type/alegoria- 
de-la-libertad-de-jesus-f-contreras-y-la-fundicion-artistica-mexicana-1895/ 
consultado el 16 de junio de 2023. 


45 


Libertad 


Libertad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


con un gorro frigio. Dicha prenda, es usada como un símbolo abreviado o simple de 
la libertad?, —muy recurrente en la numismática mexicana—, fue empleada desde 
tiempos de los antiguos griegos, como emblema de la liberación de los esclavos.? 


La mujer lleva en su mano derecha una antorcha, dando a entender que, 
la libertad ilumina la senda de las naciones para que, evitando la oscuridad de la 
ignorancia, se pueda llegar a un feliz destino para la propia nación, y sus hijos. En este 
punto, se debe destacar algo: El emplazamiento original de dicho monumento, como 
se ha comentado, era frente al actual palacio de gobierno, dando la espalda al parque 
Florencio Antillón, y consecuentemente, al sol. Es dable pensar entonces, que esa 
ubicación no era caprichosa, sino que era un recordatorio, cada amanecer, de cómo la 
libertad ilumina a sus hijos en su camino, a través de la luz, en este caso, solar, para 
llegar a ese feliz destino que tiene. Toda una puesta en escena. 


En la mano izquierda, en una continuidad de la simbología de la revolución 
francesa, —antecedente ideológico de las leyes de Reforma- lleva dos tablas, que 
dicen, una, “Constitución”, y la otra “Reforma”, con dos fechas: 1857, año de la 
Constitución, y 1860, año en que, a tiras y tirones, el gobierno juarista pudo consolidar 
su programa de gobierno. Asimismo, dichas tablas representan el sometimiento de 
todos a las leyes. Que México es un estado de derecho. 


2 Vid. in extenso Orobon, Marie-Angéle: Marianne y España: la identidad nacional 
en la Primera República española. Recurso digital disponible en https://dialnet. 
unirioja.es/servlet/articulo?codigo=1230805 consultado el 16 de junio de 2023. 


3 Embajada de Francia en España: El gallo y la Marianne. Recurso digital 
disponible en https://es.ambafrance.org/El-gallo-y-la-Marianne consultado el 16 
de junio de 2023. 
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Asimismo, se ve a la mujer que representa a la libertad, con mirada decisiva, 
avanzando, e iluminando conforme va caminando, sin que nadie pueda detener ese 
paso iluminador. 


Dicho monumento, forma parte de un programa escultórico que avanza de 
oriente a poniente, el cual, se puede leer de la siguiente manera: Hidalgo, —ubicado en 
el extremo oriental de dicho programa-, dio la independencia a la nación mexicana, 
la cual, tuvo como consecuencia la libertad, quien, saliendo avante, e iluminando, 
trae como resultado, la paz, ubicada en el centro de la ciudad —punto de mayor 
importancia, donde ricos y pobres se reúnen, por lo menos teóricamente— y que es el 
centro simbólico de la urbe. Es decir, todo esfuerzo debe tener como fin último, la paz. 


Ahora bien, desde la actualidad, el informe denominado Patrimonio Urbano 
Guanajuato, elaborado por el sistema municipal de planeación de la capital, señala 
que la fuente aquí reseñada, en 1989, presentaba un estado de conservación bueno, 
mientras que en 2021 su estado era catalogado como regular.* 


Como se señaló en la reseña anterior”, la identidad de un pueblo, está 
sustentada en su arte y su iconografía. ¿Es posible pensar que, el desdén que se ha 
mostrado por esta fuente en particular, sea porque al pueblo guanajuatense ya no le 
interese su pasado y su identidad? ¿Es posible que ese estado regular que conserva 
en estos momentos, sea un signo del que se deba preocupar la ciudad de Guanajuato? 
Es la propia sociedad la titular de sus monumentos, y esta debe ser quien responda. 


4 Sistema municipal de planeación de Guanajuato: Patrimonio Urbano Guanajuato. 
Recurso digital disponible en https://www.implanguanajuato.gob.mx/wp-content/ 
uploads/2021/10/1V.-Urbano.paf consultado el 16 de junio de 2023. 


5 Poder Judicial del estado de Guanajuato: Pensamientos de derecho civil y 
procesal civil. Año 5. No. 2. Mayo-julio 2023. 
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Comentarios al concepto de derecho subjetivo de libertad 
de García Máynez' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


no de los autores que analiza con mayor extensión el difícil concepto de libertad, 

como derecho subjetivo, es García Máynez. Asegura que pertenece a la esfera 

de aquellos actos que no están ordenados ni prohibidos o potestativos, pero sin 
abandonar la más amplia de los actos regulados, propios del mundo normativo. Niega 
que sean un simple reflejo de los deberes de respeto o abstención, como lo sugiere 
Kelsen. 


Al tratar de definirlo empieza diciendo que el derecho subjetivo “es una facultad 
normativa de acción o de omisión” y que “nada impide aceptar que su ejercicio sea en 
ciertos casos potestativo, obligatorio en otros. Tan Icito es hacer lo que se debe, como 
ejecutar u omitir lo que, estando permitido, no se encuentra jurídicamente prescrito”. 
("Introducción al Estudio del Derecho”, Cap. XV, página 217. Ed. Porrúa 1960). 


Creemos que esta consideración del Dr. García Máynez no es posible aceptarla 
como válida en todas sus partes. La extraña afirmación de que un derecho puede ser 
de ejercicio obligatorio parece derivarse de la idea de que todo el mundo tiene derecho 


1 Publicado en la revista del Poder Judicial Tomo |. Año |. Número 6. Agosto de 
1964; pp. 93-96. 
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a cumplir con sus obligaciones, pero con esto lo único que se quiere significar es que en 
aquellos casos en que el propio acreedor o un tercero impida o estorbe el cumplimiento 
de un deber surgen facultades en el deudor para remover ese impedimento o ese 
obstáculo. De todas maneras no podemos decir en atención a tal posibilidad que 
el ejercicio del derecho se vuelva obligatorio. Si bien es cierto que tiene por objeto 
allanar la satisfacción de un deber jurídico, hay libertad para ejercerlo o no ejercerlo. 
En otras palabras, subsiste la obligación primaria de que se trate, pero no hay deber 
- sino solamente facultad-, para combatir la conducta del acreedor o del deudor que 
embarace el cumplimiento de aquella, sin que importe las consecuencias que puedan 
sobrevenir de no tomarse las diligencias encaminadas a consumar dicho cumplimiento. 


Nos parece que no debemos confundir las medidas que el obligado pueda tomar 
para la observancia de la norma, con la obligación misma. La esencia de los derechos 
subjetivos reside en su libre ejercicio y de las obligaciones en su necesario y normativo 
cumplimiento. Concebimos que tenemos la facultad de vender una cosa y que, por lo 
tanto, puede suceder que se venda o que no se venda. Cuando ha de enajenarse por 
obligación, es porque el derecho se ha extinguido. En el desarrollo del tema el autor 
citado dice que el derecho subjetivo de libertad en sentido positivo es “la facultad 
que toda persona tiene de optar entre el ejercicio y el no ejercicio de sus derechos 
subjetivos, cuando el contenido de los mismos no se agota en la posibilidad normativa 
de cumplir un deber propio”. 


Nos parece que se confunde la libertad como hecho con la libertad como 
derecho, si es que acaso existe este último. En efecto, si la libertad jurídica sirve 
para optar entre el ejercicio o no ejercicio de un derecho subjetivo, hay tautología o 
repetición viciosa: todo derecho subjetivo para que lo sea requiere del de libertad, pero 
si éste también es derecho y no solo hecho, requerirá de una facultad más para darle 
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su existencia y así sucesivamente. Es cierto que se agrega que el derecho de libertad 
es fundado y no fundante, pero esta explicación no es atinada, pues si admitimos que 
la característica de todos los subjetivos es el posible ejercicio o no ejercicio de ellos, 
el de libertad es el que los condiciona y les da vida, resultando el fundamental y no 
el accesorio. Más bien deberíamos decir que ningún derecho subjetivo es autónomo, 
puesto que para ejercitarse, o sea para darle su nota esencial, requiere del de libertad, 
siendo este el único básico. 


Más si nos empeñamos en seguir considerando a la libertad como derecho y no 
como un simple fenómeno o cualidad de conducta, sería mejor definirlo como aquel 
que coexiste con su contrario o con su diverso (alguien tiene derecho a deambular o a 
no deambular, a depositar o a no depositar) pero nunca como una facultad injertada, 
dentro de otra. 


A nosotros nos parece que la libertad, con ser un objeto jurídico, no es 
elemento normativo ni la norma es su razón de ser. Resultará, simple y sencillamente, 
la condición de los derechos subjetivos todos. Estos son posibles si se toma en cuenta 
y se contempla el mundo humano de las posibilidades y de las opciones. En otras 
palabras, sin el acontecimiento de la libertad ningún derecho subjetivo tiene sentido. 
Admitiríamos la definición de García Máynez solamente si con ella se tratara de definir 
una facultad humana y no un concepto jurídico. Sabemos que los derechos subjetivos 
no subsisten sin ella, pero no tenemos por qué explicar una atribución jurídica con 
otra atribución jurídica, como tampoco se podrá caer en el error de afirmar que el 
cumplimiento de la obligación es otra obligación. 
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Lo que es contingente no es normativo. La realización de un supuesto jurídico, 
por ejemplo, es siempre accidental. Una vez realizado, los derechos y las obligaciones 
surgen de manera inexcusable. ¿Aquéllos se van a ejercer o éstas a cumplir? No 
lo sabemos, estamos de nuevo ante lo contingente. Pues bien, si la libertad fuese 
un verdadero derecho subjetivo y no una mera posibilidad fáctica, tendríamos que 
afirmar que hay derechos contingentes, lo cual sería punto menos que disparatado. 


El derecho es derivación humana que autoriza o restringe, tolera o prohíbe, pero 
que toma todos sus datos del acaecer y del acontecimiento aunque no se identifique 
con lo histórico. 


El derecho subjetivo no es sino la consagración de la opción. Pero la facultad de 
optar, una vez establecida, no requiere de ninguna otra, se basta a sí misma. 
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La libertad de expresión a través de las redes sociales en 
el nuevo contexto electoral en México 


Mtra. Rosa María Reyes Nicasio. 


Para consultar esta voz, remítase al tomo de las letras Ej-Es de este compendio 
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Litispendencia, litisconsorcio y conexidad 
Juez Mtra. Ruth Alejandra Yáñez Trejo 


Para consultar esta voz, remítase al tomo de las letras Conf-Dañ de este compendio 
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La importancia de la invitación en los mecanismos 
alternativos de solución de controversias 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte 
Introducción 


ablar de mediación, es referirse necesariamente a los principios que la 

configuran y que son aceptados. Comencemos con una pregunta: ¿Todos los 

involucrados en un conflicto, sea penal, civil o de cualquier naturaleza, deben 
participar en los procesos de aplicación de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias? La respuesta guarda un fondo de extenso análisis. ¿Se imaginan a 
las víctimas de delitos acudiendo de forma obligatoria a un proceso de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias? Cuando se acude a una audiencia de 
aplicación de estos mecanismos, invariablemente, tendremos las posiciones de las 
partes en conflicto que consistirán en una contienda sobre valores, estatus, poder, 
recursos, y en la cual la intensión de los oponentes es neutralizar, herir o eliminar a 
sus considerados rivales; luego entonces, es necesario preparar a los intervinientes 
para ese encuentro, para esa reunión en la que se verán cara a cara con quien les 
agredió, o con quien les disminuyó su patrimonio. Tal preparación inicia con lo que 
técnicamente llamamos invitación. 
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I. Concepto y definición etimológica 


a invitación a participar en los Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias cobra una gran importancia, desde el momento mismo en que se 
redacta hasta el momento en que es entregada. Veamos el porqué de ello. 


“El verbo invitar viene del latín que significa invitare cuyo sentido más arcaico 
es animar o envalentonar, estimular a otro a que actúe por propia voluntad, y que 
poco a poco adquiere el significado antiguo de tratar bien o acoger de buena gana”. 
Así, encontramos que la invitación se encuentra vinculada a la propia voluntad de 
las personas, a la aceptación voluntaria de participar en el proceso de aplicación de 
MASGC, y que bajo tal natural tesitura, debemos involucrar y analizar más a fondo lo 
relativo a la voluntariedad en lo que es la invitación en los procesos de MASC. 


Observamos de ese modo, que es necesario trabajar con un enfoque de 
sistemas o enfoque sistémico, a partir de la derivación de un caso, sea cual sea, para 
la aplicación de MASC; pues invariablemente, se vinculan procesos que se alcanzan 
a partir de la toma de voluntad a través de la invitación respectiva. Así nace un 
enfoque distinto, un enfoque moderno, en todos los campos de los MASC, pues el 
análisis sistemático de lo que envuelve a la invitación coincide en interesarse por los 
sistemas, por las totalidades y por la organización global de los procesos de mediación 
o conciliación. 


Así, lo que sobreviene a la invitación, guarda estrecha relación con la misma, 
pues ha de prepararse en privado a cada una de las partes en algo que se ha 
denominado legalmente como sesión inicial. En dicha sesión en privado se explica, al 


1 Web bibliografía: http://etimologias.dechile.net/?invitar consultado el 22 de abril 
de 2022 
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igual que como en la respectiva invitación que se practicó previamente, la necesidad de 
entender la finalidad de los MASC; la verdadera intención del porque se le ha invitado 
a participar en un proceso de mediación o de conciliación. Cuando ello sucede, viene lo 
verdaderamente interesante para la parte implicada en el proceso de MASC: la toma 
de decisión personal; es decir, externa su consentimiento para dar el siguiente paso. 


Aquí se hace necesario remarcar la gran importancia de la obtención de 
voluntad o consentimiento, pues ello implica, desde luego, trabajar ese consentimiento 
o esa voluntad desde la invitación; elaborarla con un lenguaje sencillo y una redacción 
de fácil comprensión, que contenga una lectura cálida para el invitado, pues desde 
ese momento el facilitador empieza a utilizar sus herramientas para la obtención de 
la voluntad. 


Verdaderamente cuidadoso debe de ser el facilitador al momento de obtener 
la voluntad, pues ello debe de darse de forma natural, consentida, y obviamente, 
sin ocultar los efectos que acarrea el convenio, pues al tenor del código adjetivo 
civil para Guanajuato, el acuerdo respectivo se eleva a categoría de cosa juzgada, 
y en lo relativo al área penal, nos encontramos en la presencia de la extinción de la 
acción penal, con efectos de sentencia absolutoria. ¿Cómo decirle a la víctima de 
un delito tales efectos, sin que dé marcha atrás en su voluntad? ¿Cómo explicar al 
demandado que el acuerdo tomado se convierte en una sentencia ejecutable en caso 
de incumplimiento?; he ahí la gran importancia de la invitación analizada de forma 
sistémica, así como la aplicación de las herramientas en las que se especializa un 
facilitador. 
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ll. Herramientas y principios a observar en la elaboración y la 
práctica de la invitación 


o es tarea fácil obtener el consentimiento. Herramientas como el rapport, la 

empatía, la equidistancia y la sintonía, juegan un gran papel para ello, y a 

la vez, la sesión inicial marcará la pauta para saber la posición de la parte 
procesal, lo que técnicamente llamamos posición dura o blanda según corresponda. 
Para los facilitadores con más experiencia es menos difícil deducir, una vez concluida 
la sesión inicial, la verdadera posibilidad de obtener un acuerdo, pues el verdadero 
punto de inflexión de ello es la sesión inicial. 


Observemos con detenimiento la última parte del comentario anterior. Se dice 
que hay un punto de inflexión y que dicho punto emana de la sesión inicial. De igual 
manera, se establece que la sesión inicial ayudará al facilitador, y marcará la posición 
dura o blanda de los intervinientes en un conflicto; por ello, el facilitador debe de 
guardar una posición empática desde que conoce a la persona interviniente en el 
proceso de MASC, así como respetar el principio de la autonomía de decisiones de 
los involucrados, pero nunca dejar de observar que es necesario que el proceso se 
vea impulsado por la propia voluntad de las partes de solucionar su conflicto. Es pues 
difícil obtener el consentimiento de una esposa, ahora viuda, cuando se le informa que 
tiene derecho a la reparación del daño, cuando se le dice que quien accidentalmente 
terminó con la vida de su esposo se encuentra en libertad, y lo que es peor aún, que 
la causa puede tomar un curso diferente al deseado por la propia víctima, ya sea un 
procedimiento abreviado o una extinción por sobreseimiento. 
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Es por ello que, la voluntad, como expresión del interesado manifestada -en 
algunos casos a partir de la invitación de forma sistémica según se ha planteado-, es 
considerada como principio en la aplicación de los MASC. Tomando en cuenta que, 
principio es aquello que sirve de base, en lo que se soporta una regla, un procedimiento; 
la invitación es fundamental en los procesos de MASC, ya que la voluntariedad otorga 
el poder a las partes de decidir por sí mismas; si ello no se da libremente o de forma 
personal, el proceso se tornaría ineficiente; luego entonces, se pudiera afirmar que 
los mecanismos alternativos de solución de controversias, sin la voluntad manifestada 
por las partes, no serían verdaderos y eficientes procedimientos que privilegiaran la 
autodeterminación de las partes inmersas en el conflicto. 


El procedimiento de mediación tiene sus propios pasos, sus propias reglas, 
aún y cuando se privilegie la ausencia de formalismos. Inicialmente, con la reforma al 
sistema penal, nuestro Estado optó por legislar lo que es la Ley del Proceso Penal. En 
dicho ordenamiento legal, a partir de su título séptimo,? se contemplaba lo relativo a la 
aplicación de la justicia restaurativa; la supletoriedad de dicha norma la encontramos 
en la LJA,? en la que inclusive define momentos para el Ministerio Público y momentos 
para la etapa procesal, en las que desde luego cobra importancia relevante la voluntad, 
y desde luego, la propia invitación. 


2 Vid Congreso del Estado de Guanajuato: Ley del proceso penal de Guanajuato, 
Título Séptimo. Capítulo Único. Arts. 160 a 167, publicada en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato el 3 de septiembre de 2010, tercera parte. 


3 Vid Congreso del Estado de Guanajuato: Ley de justicia alternativa para el 
estado de Guanajuato. Capítulo Segundo. Sección Segunda, publicada en el 
Periódico Oficial del Estado de Guanajuato el 27 de mayo de 2003, tercera 
parte. 
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Con el nuevo sistema de justicia penal en el año 2008, se deroga la ley del 
proceso penal, y entra en vigor el código nacional de procedimientos penales, en el que 
se establecen lo que se conoce como soluciones alternas,* y a la par de estas, entra en 
vigencia la ley nacional de mecanismos alternativos para la solución de controversias 
en materia penal. Ésta última ley establece en su texto la figura de la invitación, y la 
define como: “El acto del personal del Órgano realizado para solicitar la comparecencia 
de alguno de los Intervinientes en el Mecanismo Alternativo”*, marcando tiempos en 
su entrega, así como de su contenido. De igual manera el artículo 17 de esta ley se 
refiere a la voluntad expresa del invitado a concurrir a los Mecanismos Alternativos 
para la Solución de Controversias; y además el similar 51, en su fracción IX, obliga 
al facilitador a verificar que los intervinientes participen de manera libre y voluntaria, 
exentos de coacciones o de cualquier otra influencia que vicie su voluntad. Es aquí, en 
donde de nueva cuenta, encontramos el análisis sistémico respecto a la invitación y a 
la voluntad contenidos en la ley nacional de mecanismos alternativos para la solución 
de controversias en materia penal. 


La voluntariedad ha sido abordada y validada plenamente en instrumentos 
internacionales, que hacen alusión sobre dicha materia. Sin embargo, se hace especial 
referencia al código de conducta europeo para los mediadores de 6 de abril de 2004*, 


4 Vid Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Libro Segundo. Título |. Capítulo |, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014 


5 Vid Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de 
mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal. Título 
primero de las generalidades. Capítulo único disposiciones generales. art. 3 
fracción VII, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre 
de 2014 


6 Web bibliográfica:  http://www.cortearbitrajeymediacionvalencia.com/wp- 
content/uploads/2018/10/Codigo-de-conducta-europeo-para-mediadores.pdf 
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mismo que vincula la voluntariedad con el derecho a permanecer o separarse del 
proceso, tanto delas partes, que podrán retirarse del mismo, sin dar explicación alguna, 
como del mediador, al que se le reconoce la facultad de poner fin a la mediación, si 
el acuerdo al que se va a llegar le parece ilegal o de imposible cumplimiento; teniendo 
en cuenta las circunstancias del caso, o si estima poco probable que continuar con 
la mediación permita llegar a un acuerdo; enfatizando esa normatividad comparada, 
pues tal situación es similar a lo aplicado por los facilitadores en Guanajuato. Incluso 
en la legislación nacional, existe la aprobación del acuerdo reparatorio, misma que se 
realiza a través de la audiencia que para tal efecto se programe, en la que en estricto 
apego a la inmediatez como principio del sistema penal acusatorio, cualquiera de las 
partes puede retraer su voluntad y dar marcha atrás con lo convenido, siempre y 
cuando concurran las causas que para ello prevé la ley. 
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Conclusiones 


a etapa de la invitación, dentro de los procedimientos de aplicación de 

mecanismos alternativos de solución de controversias, aunque de acuerdo a la 

ley y la bibliografía atinente, debe realizarse de forma sencilla. Ello no implica 
que se encuentre desprovista de observar que se verifiquen, cabalmente, en la propia 
invitación, los principios de información y voluntariedad; pues será en base a ellos 
que, cada una de las partes podrá determinar si concede o no su voluntad a participar 
en el procedimiento. 


Los MASC son un procedimiento de honda trascendencia, que responde 
invariablemente, a la mejora de la impartición de justicia. Precisamente por ello, 
es importante que se realicen con eficiencia a partir de sus primeras etapas, pues 
de ello depende el éxito o el fracaso en el entendimiento que las partes tengan del 
conflicto, de ellas mismas y del procedimiento; que servirá, éste último, de vehículo 
trasportador de sus intereses y necesidades, para arribar a un acuerdo o convenio, 
según la denominación de cada materia en los sistemas de justicia. 
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ter (Proceso laboral) 
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La legalidad de pactar notificaciones electrónicas por 
las partes en el procedimiento convencional en materia 
mercantil 


Juez Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 


a legalidad de incluir la cláusula de notificación de las actuaciones judiciales 

a través de medios electrónicos en el procedimiento convencional mercantil 

acordado por las partes, es una institución controvertida, sin embargo, la 
suprema corte de la nación resuelve esta problemática con la tesis por contradicción 
que se analiza. 


De manera general, las notificaciones por medios electrónicos han originado 
polémica para un tratamiento adecuado en las instituciones de emplazamiento y de 
notificación, por mucho tiempo se ha producido incertidumbre sobre la legalidad de 
ésta, no solo en materia mercantil, sino en varias materias; lo que no debería ser 
un problema, o bien, debería ser problema superado como en materia de amparo y 
administrativa, sin embargo, hoy existen diferentes posturas como se aprecia en los 
siguientes argumentos: 
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Aún existen criterios contrarios a la legalidad de la notificación de actuaciones 
judiciales por medios electrónicos en algunas materias como la civil, la familiar y la 
mercantil, para el caso que se analiza se citan criterios contrarios a la inclusión de 
la cláusula pactada por las partes para las notificaciones de manera electrónica en 
proceso convencional; derivados de la misma contradicción de tesis. 


Los razonamientos sustentados por el primer tribunal colegiado en materia 
civil del tercer circuito, al resolver el amparo directo 40/2018, y el diverso sustentado 
por el segundo tribunal colegiado en materia civil del tercer circuito, al resolver el 
amparo directo 5/2018; derivaron dos aspectos fundamentales para el análisis de las 
resoluciones señaladas, mismos que se reproducen de la siguiente manera: 


1.- “En opinión del tribunal resolutor, esa institución procesa! los derechos y los 
requisitos legales que le son inherentes, no pueden ser objeto de negociación entre las 
partes, debido a que, además de no estar incluidos entre los supuestos señalados en 
el citado precepto 1053; por su singularidad, no podrían estar comprendidos de modo 
implícito, dentro del tipo de derechos que sí pueden ser sujetos de un procedimiento 
convencional.”? 


1 Acuerdo de notificaciones electrónicas pactadas por las partes en el Proceso 
Convencional Mercantil. 


2 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL 
EN MATERIA MERCANTIL. ES POSIBLE EFECTUAR EN ÉSTE NOTIFICA- 
CIONES POR CORREO ELECTRÓNICO, PREVIO CERCIORAMIENTO DEL 
JUEZ, ATRAVÉS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS A SU CARGO CON FE 
PÚBLICA, DE SU REMISIÓN Y/O RECEPCIÓN. ejecutorias https://sjf.scjn.gob. 
mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralScroll.aspx?id=432248.Clase=VotosDetalle- 
BL8ldTe=2019966. 
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“Cada una de esas dos consideraciones fundamentales, de ser apegada a 
derecho, sería suficiente, por sí sola, para que no se admita la demanda mercantil en 
la vía del procedimiento convencional, pues de proceder únicamente la vía mercantil 
ejecutiva ello excluiría la aplicación de ese procedimiento; de ser errónea la primera de 
esas consideraciones, restaría esclarecer si el procedimiento convencional es válido y, 
por ende, idóneo para deducir a través del mismo la acción de origen. En suma, para 
admitir la demanda en la vía propuesta por el quejoso debe demostrarse la ¡legalidad 
de ambas consideraciones.”* 


2.- “El emplazamiento ahí previsto no satisface las formalidades propias de un 
acto procesal de esa relevancia...En cambio, la práctica del emplazamiento escapa a 
esas hipótesis y los planteamientos que motivaron la presente contradicción de tesis 
implican determinar precisamente si es factible que en un procedimiento convencional 
mercantil se estipule cómo habrá de ser llevado a cabo.”* 


Ante ésta contradicción conoció el pleno en materia civil del tercer circuito, 
correspondiente a la sesión de veintiséis de marzo de dos mil diecinueve, en la cual 
emitió la siguiente jurisprudencia por contradicción: 


Época: Décima Época 
Registro: 2019966 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 


3 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL 
EN MATERIA MERCANTIL. 


4 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL 
EN MATERIA MERCANTIL. 
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Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h 
Materia(s): (Civil) 
Tesis: PC.I11.C. J/146 C (10a.) 


Procedimiento convencional en materia mercantil. Es posible efectuar 
en éste notificaciones por correo electrónico, previo cercioramiento del 
juez, a través de los servidores públicos a su cargo con fe pública, de su 
remisión y/o recepción. El Código de Comercio en sus artículos 18, 20, 
20 bis, 21, párrafo primero, 21 bis, 22a 27, 30 a 32 bis, 49, 80, 89 a 94, 
1205 y 1298-A, así como la Ley Modelo de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, reconocen y dan valor 
probatorio a las transmisiones de datos informáticos, así como a los 
mensajes de datos y les otorgan fuerza vinculante. Incluso, la doctrina 
nacional e internacional considera en la actualidad como natural el 
binomio entre informática y derecho, al establecer que en la actualidad 
jurídica contemporánea la computadora se considera un instrumento 
utilizado por los juristas para crear bancos de datos jurídicos y para 
facilitar la administración de la justicia. Así, las notificaciones por 
medios electrónicos resultan ser una alternativa que no implica menor 
seguridad y eficacia en las notificaciones, pues el correo electrónico 
(e-mail), no es otra cosa que el envío de los comunicados personales y 
oficiales por medio de redes cerradas (intranet o extranet) y abiertas 
(internet), a las direcciones procesales electrónicas de las partes, las 
cuales están conformadas por casillas o cuentas de correo electrónico; 
máxime que el Juez, en uso de sus atribuciones puede verificar a 
través de los servidores públicos a su cargo con fe pública, el envío 
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y recepción del mensaje de datos. Lo anterior, sin perjuicio de ordenar 
su recuperación en caso de destrucción a través de los protocolos 
informáticos correspondientes. Por tanto, es posible efectuar 
notificaciones por correo electrónico en el procedimiento convencional 
en materia mercantil previo cercioramiento del Juez, a través de los 
servidores públicos respectivos, de su remisión y/o recepción. 


PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 


Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil 
del Tercer Circuito. 26 de marzo de 2019. Mayoría de cinco votos de 
los Magistrados Carlos Arturo González Zárate, Víctor Manuel Flores 
Jiménez, Carlos Ministros Rojas, Eduardo Francisco Núñez Gaytán y 
Rodolfo Castro León. Disidente: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
Ponente: Rodolfo Castro León. Secretaria: Laura Icazbalceta Vargas. 


Tesis y criterios contendientes: 


Tesis 111.20.C.94 C (10a.), de título y subtítulo: “PROCEDIMIENTO 
CONVENCIONAL EN MATERIA MERCANTIL. ES LEGAL QUE LAS 
PARTES PACTEN QUE LAS NOTIFICACIONES SE REALICEN VÍA 
CORREO ELECTRÓNICO.”, aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 9 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 60, Tomo lll, noviembre de 2018, página 2311 y; 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 40/2018, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 5/2018. 


Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2019, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.* 


Los argumentos contrarios a la postura de la Jurisprudencia han sido diversos 
en los foros, sin embargo en el tratamiento que hago de este tema de las Notificaciones 
por Medios Electrónicos en Libro de “Contratos: Ensayo contemporáneos. Capítulo 
Contratos celebrados electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio.”*, 
hago un estudio del tratamiento y valor probatorio de los Contratos firmados 
Electrónicamente, así como de las Actuaciones Judiciales notificadas de esta manera. 
Se advierte del trabajo publicado que es una realidad legal el tratamiento, el valor de 
las notificaciones realizadas electrónicamente, las cuales adquieren valor probatorio 
pleno ante la Autoridad Judicial, y surten sus efectos y consecuencias; también debe 


5 PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL EN MATERIA MERCANTIL. ES POSIBLE 
EFECTUAR EN ÉSTE NOTIFICACIONES POR CORREO ELECTRÓNICO, 
PREVIO CERCIORAMIENTO DEL JUEZ, ATRAVÉS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS A SU CARGO CON FE PÚBLICA, DE SU REMISIÓN Y/O RE- 
CEPCIÓN. - https://sjf.scin.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralScroll.aspx?i- 
d=432248.Clase=VotosDetalleBL8ldTe=2019966 


6 Maricchi Carpio, M. Á.: Contratos: Ensayo contemporáneos. Capítulo, Contratos 
celebrados electrónicamente. Tratamiento y valor probatorio en juicio. Ed. 
UBIJUS. S.A.DE C.V. ciudad de México. pp. 351 - 370. México. 2017. 
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advertirse que admite excepciones como el robo de datos o de identidades, pero eso 
es materia de prueba; en consecuencia se toma como postura, que sí es factible y 
legal la Notificación de Actuaciones por Medios Electrónicos, y más aún, que es legal 
pactarlas en el Procedimiento Convencional Mercantil por la potestad implícita en los 
numerales rectores que sirven de fundamento y que se exponen a continuación: 


Aunado a los numerales implícitos en la tesis jurisprudencial en estudio, 
también es necesario acudir al contenido de los siguientes preceptos normativos para 
apuntalar la postura: 


En el código comercio de nuestro país se encuentra regulado perfectamente el 
tratamiento y valor probatorio con carácter “pleno” delas comunicaciones electrónicas 
entre las partes, en consecuencia y por equiparación los comunicados de actuaciones 
judiciales, de las formas de comunicación entre las partes fuera y dentro del proceso, 
adquieren valor probatorio pleno y tienen efectos obligatorios, como puede advertirse 
de los siguientes numerales que se reproducen: 


Artículo 89 bis del Código de Comercio.- No se negarán efectos 
jurídicos, validez o fuerza obligatoria a cualquier tipo de información 
por la sola razón de que esté contenida en un Mensaje de Datos. Por 
tanto, dichos mensajes podrán ser utilizados como medio probatorio en 
cualquier diligencia ante autoridad legalmente reconocida, y surtirán 
los mismos efectos jurídicos que la documentación impresa, siempre 
y cuando los mensajes de datos se ajusten a las disposiciones de este 
Código y a los lineamientos normativos correspondientes.” 


7 Código de Comercio. Comercio Electrónico CAPITULO | De los Mensajes de 
Datos. http://www. diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/3_311218.pdf. 
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Artículo 91.- Salvo pacto en contrario entre el Emisor y el Destinatario, 
el momento de recepción de un Mensaje de Datos se determinará como 
sigue: |. Si el Destinatario ha designado un Sistema de Información para 
la recepción de Mensajes de Datos, ésta tendrá lugar en el momento en 
que ingrese en dicho Sistema de Información... 


Artículo 210-A.- Se reconoce como prueba, la información generada o 
comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier 
otra tecnología. Para valorar la fuerza probatoria de la información 
a que se refiere el párrafo anterior, se estimará primordialmente la 
fiabilidad del método en que haya sido generada, comunicada, recibida 
o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas 
el contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior 
consulta.* 


Otras fuentes de aplicación para reafirmar la legalidad del pacto multicitado 
entre las partes de un juicio, se involucran las siguientes leyes: 


Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Código de Comercio; 
Supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el Código Civil 
Federal y el Código Federal de Procedimientos Civiles; Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental; Norma Oficial Mexicana a que se 
refiere el artículo 49 del Código de Comercio, Ley de firma electrónica avanzada; leyes 
que tiene tratado la comunicación por medios electrónicos avanzados. 


8 CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES CÁMARA DE 
DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN Secretaría General Secretaría 
de Servicios Parlamentarios Última Reforma DOF 09-04-2012 31 de 109. http:// 
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/3_311218.pdf1. 
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Concluyendo. La cláusula de notificaciones por medios electrónicos 
autorizados y pactadas por las partes de un procedimiento convencional mercantil, no 
viola ninguna garantía de legalidad o de estricto derecho por el imperativo señalado 
en el artículo 1052 del código de comercio de nuestro país, ordenamiento que 
impone al tribunal se someta al procedimiento convencional que las partes hubieren 
pactado con respeto a las formalidades esenciales del procedimiento. Porque en este 
procedimiento convencional la autoridad judicial y la modalidad de éste procedimiento 
no permite restringir clausulas apegadas a derecho, por ser explícito e imperativo, 
por lo tanto, las parte pueden libremente convenir ésta forma de notificación como 
parte del proceso convencional, siempre que no vulneren los requintos esenciales 
del procedimiento. Violación procesal que no sucede cuando las partes pactan ésta 
forma de notificación. Según se refiere desde el contenido de los Artículos 1051, 
1052, 1053,1054 del Código de Comercio los que de manera general refieren: Que 
el procedimiento mercantil preferente a todos es el que libremente convengan las 
partes, el sometimiento de los tribunales a la forma de procedimiento que las partes 
proponga, la autorregulación e imposición de pruebas, etapas entre las partes del 
procedimiento convencional y la legalidad de las clausulas, siempre que no vulneren 
derechos procesales, por lo que esta forma de notificación pactada no viola ningún 
derecho ni principio procesal. 


Por otra parte se debe privilegiar en este tipo de proceso el contenido del 
artículo 17 Constitucional en el párrafo tercero, el cual contiene el fundamento para 
agilizar y acelerar el procedimiento en forma legal, cuyo contenido parcial se transcribe: 
"Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros 
derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades 
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deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales”? 
En consecuencia las notificaciones electrónicas pactadas por las partes en un proceso 
convencional se consideran legales. Ajustadas a derecho no solo en materia Mercantil, 
sino en todas las materias. 


9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de diputados. 
http://www.diputados. gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_060619.paf. 
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Los metaversos y la justicia digital 
Mtro. Paulo Aristóteles Quezada Medina 
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Para la consulta de esta voz, remítase al tomo Bi-Cla de este compendio 
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Los juicios femeninos en el siglo XIX en el Estado de 
Guanajuato, México 


Mtro. Abraham Rivera Rodríguez 
Introducción 


n el proceso de esta investigación uno de los problemas principales que se 
presentaron fue hacer la clasificación y ordenamiento de los temas que se tornó 
en momentos muy lenta y al mismo tiempo compleja; sobre todo y en gran 
medida, porque los archivos que resguardan la información que esta enfocados a la 
impartición de la justicia y al ramo penal, están dispersos y muchas veces incompletos. 


Esto produjo en gran medida al nulo o poco interés que ha habido por conservar 
los acervos documentales archivísticos, lo cual genera un gran problema al momento 
de integrar una investigación de tipo histórica como ésta y su relación con fuentes 
documentales. 


La investigación me ha llevado ya algunos años y aún considero que me faltan 
más para lograr una mayor profundidad en el tema de criminalidad, delincuencia y 
tipificación de los de los delitos femeninos en el Estado de Guanajuato. 
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Pero los casos que presento en este texto, son solo aquellos que de una u 
otra forma nos pueden dar una idea del fenómeno social de la criminalidad femenina 
y cómo era tipificada bajo una sociedad en pleno proceso de transformación del 
estado mexicano, que salía de trecientos años de vida colonial a una joven nación 
independiente que aun hoy en día está bajo ese sentido constante de transformación 
sociohistórica. 


Como diría muy acertadamente el maestro José Roberto Gallegos, “la verdad, 
México como muchas otras naciones de América Latina son naciones aún en la 
pubertad de ser estados modernos.” 


Los casos se presentan en orden cronológico por ser parte de una investigación 
mayor, pero se podrá observar en ese sentido una evolución y hasta un rompimiento 
social en torno a los cambios sociohistóricos que se vivió en siglo XIX en toda la nación 
y el Estado de Guanajuato no era para nada ajeno a su contexto social, histórico y 
político. 


Este fragmento de texto es parte de una investigación mayor sobre la 
delincuencia y tipificación del delito femenino en Guanajuato ciudad y Estado, durante 
todo el siglo XIX, un siglo de transición histórica de la nación mexicana que sale de su 
periodo colonial al México independiente, lleno de caos e incertidumbre. 


Ya a finales de éste, el orden se fue dando poco a poco, pero la sociedad 
mantenía su fragilidad en cuanto a sus leyes y aplicación de éstas por la gran 
ignorancia, pobreza y marginación social, que se suman a un pueblo sumido en sus 
tradiciones y costumbres más que en su desarrollo como sociedad. 
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Razón por la cual las leyes y la justica como tal eran en su mayoría un tema 
nuevo para los mexicanos del siglo XIX. 
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Los juicios femeninos en el siglo XIX en el Estado de Guanajuato, 
México 


l análisis de los procesos legales, que a continuación voy a presentar, es una 
selección de casos ocurridos durante todo el siglo XIX en el estado de Guanajuato 
y son un reflejo de un contexto histórico más amplio. 


El caso del párroco acusado de robo de joyas de la Marquesa 


He querido partir de un caso que se presenta en el año de 1881, en este 
juicio se nos muestra una muy clara ruptura con el viejo sistema de leyes del periodo 
colonial y sobre todo, hace notar la aplicación del código penal, conocido también 
como código Tovariano del Estado de Guanajuato, que contiene una eminente carga 
del pensamiento liberal y republicano, misma que busca eliminar el peso del poder del 
clero en la vida jurídica de la nueva nación, en su afán de ser un estado de leyes laicas, 
ya que si el siguiente caso se hubiera presentado en el periodo colonial, no se hubiera 
cuestionado la palabra del clérigo. 


Este juicio en particular implica la participación del párroco de la ciudad, que 
enfrenta una demanda por abuso en contra de una mujer. El caso se presentó el 19 
de septiembre de 1873, con la denuncia formal de la Señora Antonia Sardeneta de 
Téllez contra el cura de la parroquia, Don Toribio Hernández. Quien tomó a préstamo 
y resguardo unas alhajas, de su padre el finado don Francisco Sardeneta y que a la 
muerte de su mamá doña Margarita Sardeneta. Antonia Sardeneta reclama las alhajas 
al párroco.' 


1 AHG. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 12 exp.5 años 1881. 
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El párroco, argumenta que le fueron donadas, cosa que demuestra la 
demandante es mentira, gracias a sus testigos. El presbítero al ver que no puede 
convencer a la autoridad, trata de sobornar a los licenciados de su contraparte y 
argumenta que la demandante no tiene dinero para pagarles, ni los gastos del juicio 
que se estiman de unos cinco mil pesos, se hace una descripción de todos los tipos de 
gastos que se harán, el papel, los timbres, los gastos del licenciado etc., el párroco 
trata a toda costa de intimidar a la demandante y sobornar a los abogados. 


Si bien el juicio duró casi dos años, al final el sacerdote no tomó en cuenta que 
para este periodo las leyes eran claramente anticlericales como causa del fin y derrota 
de los conservadores por los liberales de ideas republicanas, los cuales tenían ya más 
poder. En la ciudad de Guanajuato y en todo el estado las leyes eran eminentemente 
liberales y anticlericales. 


Asi, al final del proceso judicial, el juez del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, al ver y descubrir todas las artimañas hechas por el párroco, hace la sentencia 
a favor de la demandante Antonia Sardeneta. 


Cabe mencionar que la demandante, en el anterior sistema, sustentaría el grado 
de Marquesa ya que su papá fue el Marqués y su madre Marquesa y que por herencia 
nobiliaria, ella sería Marquesa, pero para este periodo, ya con la nueva legislación, no 
se utiliza ningún título de nobleza, sólo el título de ciudadanía; tampoco es válido ante 
la ley el fuero religioso, con lo cual el juez sentencia al párroco a la devolución de las 
alhajas y el pago de indemnización a la demandante por daños y gastos del juicio, los 
cuales habrá de pagar el sacerdote Don Toribio Hernández. 
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Este juicio abona en demasía a la demostración del fin del poder legal del clero 
y la aplicación de las leyes civiles de la nueva república liberal laica, sobre todo esta 
parte hace notar el rompimiento de estado civil con el religioso, que durante siglos fue 
el dominante y que imponía los criterios de justicia, pero en la nueva república ya no 
eran aplicables los criterios religiosos en los actos de las leyes civiles. 


Como lo demuestra por demás los siguientes hechos: 


“El 25 de marzo de 1875. Que era el jueves Santo, se amontonó el 
pueblo de Salamanca, Gto; porque siguiendo su añeja costumbre de 
rezar por las calles para hacer la visita de las siete casas, la policía 
estimó este acto, como una infracción a las leyes de reforma y trata 
de impedirlo, disolviendo los grupos que encuentra rezando y conduce 
a cárcel a varios individuos. En vista de este disturbio se cierran los 
templos, el motín crece, la autoridad los manda abrir de nuevo”.? 


Así como lo acontecido el día 7 de marzo de 1879, donde son disueltos un 


Mujer, derecho de 


grupo de fieles que se ponen a rezar en el atrio de la iglesia parroquial de esta ciudad, 
los cuales son disueltos a golpes de fuetes de piel y llevados a la cárcel por violar las 
leyes de reforma, la orden la dio el propio gobernador que, en esos años era el General 
Don Francisco Z. Mena, un juarista y liberal, es decir, anticatólico. 


2 AHG. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 12 exp.5, años 1881. 
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Un elemento importante en este juicio, fue el hecho de tener dos documentos, 
uno del notario que contrató la demandante y el otro documento que fue escrito por el 
juez del caso del Supremo Tribunal de Justicia, en el cual está la hoja de sentencia a 
favor de la demandante y de la cual, se anexa una copia del expediente:? 
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Caso de solicitud de Lucina a su padre para pago para 
manutención de hijos y esposo 


ay otro caso que da muestra de la separación real del sistema castellano de 
justicia con el sistema de la nueva república, que es el siguiente: 


La señora Lucina Otero se declara insolvente para mantener a sus hijos y a su 
marido, por lo tanto, pide el aumento de su mesada a su papá, Don Domingo Otero, 
quien es dueño de la hacienda de beneficio: Hacienda de Granaditas, la cual está 
arrendada en $83.033. 


El padre de la demandante explica que no es posible tal aumento en la mesada 
de su hija, porque el arrendatario de la hacienda de beneficio, está invirtiendo parte del 
pago en restauraciones y mejoras del inmueble y que dicha acción está contemplada 
en el acuerdo de arrendamiento. 


El Juez de Partido hace notar que la mesada es un apoyo, un acuerdo familiar, 
que tiene como fin la manutención de la hija y sus nietas, no así del marido que no 
trabaja. 


Expresa que, bajo las nuevas leyes, el concepto de dote, es un concepto 
sustentado por la costumbre, no por las leyes, por tal razón se rechaza la demanda y 
se insta al marido a que cumpla sus funciones de manutención de su familia, se libera 
al padre de la demandante de cualquier obligación que no esté contemplada en las 
leyes. 


En este juicio, nuevamente vemos como hay una separación de principios y 
aplicación de la ley. 
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Pero en los albores del siglo XIX y los años que anteceden a la lucha de la 
independencia, se vivía una aparente calma y bienestar social en toda la Nueva 
España y, en la ciudad de Guanajuato, se seguía disfrutando del buen auge minero del 
siglo XVII! y principios del XIX. 


En medio de esta situación vemos como la mujer era víctima de las leyes y de 
ser inocente pasaba a ser culpable; pero no hay que perder de vista, que la justicia 
y la aplicación de las leyes, conservaba una aplicación discriminatoria, ya que, si la 
demandante tenía los recursos y el poder de su apellido, la justicia se aplicaba por 
demás apegada a los principios jurídicos, de lo contrario, la justicia se aplica con una 
gran carga de prejuicios ideológicos, que eran en contra de la mujer. 
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La violencia acostumbrada contra la mujer 


urante todo el periodo colonial en la América Española, la influencia de la 

religión y el dominio de las leyes castellanas, así como las leyes de indias, no 

otorgan la plena autonomía a las mujeres, sino que las subordinó a los hombres 
y las leyes estaban en el mismo tenor, discriminaban a la mujer y a las castas.* 


Se consideraba válido el que el marido golpeara a su mujer, si ésta faltaba a 
algunas de las normas y principios morales impuestos. Como lo son: El salir a la calle 
sin permiso del marido, el padre o la madre, no obedecer a los adultos, no guardar el 
silencio ante los hombres, no bajar la cabeza al entrar a los templos, etc. 


Pero sobre todo la mujer, sufría constantes golpes por el esposo y si ésta se 
quejaba, el marido podía argumentar que ella había desatado su coraje y al final, 
después de ser golpeada, por lo general era acusada de provocar que su marido la 
golpeara. 


Solo había casos extremos donde el marido era acusado de brutalidad, pero 
por lo general, se consideraba que las mismas mujeres tendían a buscar que el marido 
para que les diera golpes, como una muestra de su sadismo amoroso y por costumbre. 


Comento esto y menciono el texto de historia de la vida cotidiana en México. 
Tomo |. de Pilar Gonzalbo, por la razón que voy a citar algunos casos, donde el marido 
golpeó a su esposa y fue acusado ante el juez, pero como veremos en estos casos, él 
afirmó que la mujer le provocó para que la golpeara, aunque en muchos casos no fuera 


4 AHG. Fondo ayuntamiento. Ramo Supremo Tribunal de Justicia. Caja 28. Exp.9, 
año 1877 17 de diciembre. 
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así, los jueces les concedían la razón a los hombres y no a las mujeres, que después de 
sufrir maltrato, descubrían que las leyes no eran para nada protectoras e incluso eran 
acusadas de provocadoras o incitadoras al maltrato de su propia persona. 


Había la costumbre de que pidieran a los hombres que las golpearan, para 
demostrar que ellos eran los que tenían el mando en la casa y el dominio sobre ellas, 
como parte del derecho constitudinario que se aplicaba en la intimidad de la familia, 
en los espacios de la casa. 


“Muchas veces, los hombres acusados de uxoricidios, explicaban 
sus acciones diciendo que las palabras denigrantes de sus esposas 
los habían provocado hasta no poder aguantarse. El indio Bernardino 
Antonio, mató a su esposa porque ella lo había llamado: “hijo de una 
grandísima puta” y otras expresiones ofensivas; afirmó que las palabras 
de su mujer, lo hicieron enojar tanto, que perdió el control. La violencia 
contra las mujeres regularmente estaba precedida del epíteto puta”.* 


En otro dato a destacar, al respecto de la cu/tura de la violencia femenina, es 
que hay indicios de mujeres que golpearon a otras mujeres en defensa de su marido o 
porque estas eran ofendidas en su honor. 


Como narra: 


“El expediente de mayo de 1803, donde María Lupe, esposa de Juan 
Pedro Frías, tras entablar una discusión con otro, José lrineo quien 
estaba acompañado de su esposa los cuales le soltaron golpes a Juan 


5 Gonzalbo A. Pilar. Historia de la vida cotidiana en México. Siglo XVIII. ED, FCE 
Y CM. Ed. 2005. P. 492 
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quien respondió solo a los golpes de José, no así a los de su esposa de 
este. Pero al ver que la esposa de José Irineo golpeo a su marido María 
Lupe, golpeó a esta de tal forma que la causo diferentes heridas que 
después le provocaron la muerte a la mujer” 


El caso se turnó al juez que lo consignó como pleito de alcahuetería y sólo 
pagaron una multa de 3 pesos. Claro está que al pagar la multa, no se sabía bien a 
bien el estado físico de la esposa de José lrineo de nombre Petra.” 


Aparece como dato curioso que el juez consideró que el enfrentamiento fue 
consecuencia de una disputa por alcahuetería, chismes y mujeres mitoteras aunque en 
el caso una mujer, en defensa de su marido, golpeó a otra matándola. En los alegatos, 
el juez no dió importancia al enfrentamiento de las mujeres, sino que se concentra 
en los antecedentes que llevaron al enfrentamiento de los hombres, que según los 
testigos, ya hacía un año que en la misma festividad, estos se habían enfrentado a 
golpes, pero que no había pasado más allá del enfrentamiento físico y que los dos 
fueron encarcelados, pero en esta ocasión y a causa de que habían tomado mucha 
aguardiente, despertaron los viejos rencores. No encontré la sentencia, ni en qué 
concluyó, solo que el caso está registrado como un acto de brutalidad femenina 
contra otra mujer como resultado del enfrentamiento de los maridos. 
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Las mujeres acusadas de argiienderas 


n las tres últimas décadas del siglo XIX, uno de los delitos más recurrentes 

de las mujeres fue el de agresión física y lesiones, que eran consecuencia de 

enfrentamientos verbales entre mujeres, hecho muy común en los registros de 
juicio en los tribunales de primera instancia, sobre todo en los municipios del norte y 
noreste del Estado de Guanajuato. 


En la ciudad de Dolores Hidalgo, es donde más enfrentamientos físicos se 
registraron en este periodo, según hacen constar los registros de asuntos civiles y 
criminales del 12 de mayo de 1872. 


“En el mes de mayo de 1872, el juzgado de partido de la ciudad de 
Dolores Hidalgo se han presentado 35 denuncias de agresiones físicas, 
producto de disputas personales entre mujeres y siendo el saldo de 
5 mujeres sentenciada por brutalidad y 10 por difamación, 12 por 
embriagues y 8 por diversos casos pero todos han tenido como fin 
enfrentamientos físicos”* 


Los problemas causados por las mujeres eran calificados de argiiendes como 
en el caso donde María Juana Medina, se hizo de palabras con Felipa Hernández y se 
insultaron en la fiesta de las canastas de la virgen de Guadalupe en San Luis de la Paz, 
según narran los asistentes: 


6 Archivo Histórico del congreso del Estado de Gto. Cuarto congreso. 1er periodo 
caja 4-2. Exp. 101. 12 de mayo de 1872”. 


103 


Mujer, derecho de 


Mujer, derecho de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


“Estas dos mujeres ya tenían pique por cuestiones de un hombre pero no 
se da el nombre del susodicho, y lo que parecía sólo un enfrentamiento 
verbal, terminó a golpes, la hermana de María Antonia Medina intentó 
poner paz en el enfrentamiento, pero resultó también agredida por Felipa 
Hernández [...] Como consecuencia se defendió de la agresión y las dos 
hermanas terminaron agrediendo a Felipa Hernández.”” 


Fueron trasladas a la oficina municipal donde se percataron que Filomena 
presentaba heridas de arma blanca, por tal razón, el síndico las remitió al juzgado 
de la capital Guanajuato, donde las hermanas fueron presentadas como presuntas 
culpables de agresión, con arma, a Filomena. 


Los testigos que declararon, atribuyen la responsabilidad a Filomena, que 
según ellos, fue la que inició la riña y que al intentar ser controlada por la hermana de 
María, también la agredió. 


El juez sentenció por igual a las hermanas y a Filomena a 60 días de cárcel y 
15 pesos de multa. 


Uno de los delitos más comunes cometido por mujeres en esa época fue la de 
agresión física, si bien las que delinquían eran remitidas, en muchos de los casos no 
eran anotados los delitos en los informes estadísticos, ya que quedaba a decisión del 
juez si el caso era meritorio de ser anotado como un hecho sobresaliente o sólo era 
considerado como una falta no grave y de bajo impacto social. 


7 Archivo histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. Juzgado de 
primera Instancia penal San Luis de la Paz. Expediente 58/885. 6 de junio de 
1885. 
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Si revisamos los datos estadísticos en los informes oficiales, vemos que el 
delito de agresión física entre mujeres y mujeres a hombres, es de muy bajo impacto, 
pero si analizamos los expedientes de los juzgados, vemos que no eran muy recurrentes 
los enfrentamientos físicos entre mujeres y que, en casi todos, había lesiones físicas; 
sólo para dar una idea, en una de este delito cito otros datos y los refiero de manera 
inmediata al expediente para no hacer una narración extensa del delito. 


En Juzgado de Primera Instancia de San Luis de Paz, Gto. 


“Se presentó a María Gertrudis Yéñez, por causar lesiones físicas a otra 
mujer que, en un primer momento y debido a su estado físico, no se le 
pudo levantar su nombre, sino hasta que estuvo consiente. La agredida 
responde al nombre de Marcelina Gracia”? 


En mismo Juzgado de San Luis de la Paz, Gto. 


“Se presentó a Modesta E. Isabel Ramírez por agresión física contra 
María E. Producto de un enfrentamiento físico, por la disputa de un 
hombre, del cual se desconoce el nombre. El enfrentamiento le causó, a 
la segunda, lesiones en la cara, cabeza, brazos y muy notorio las heridas 
por rasguños y mordidas en diferentes partes de cuerpo.”* 


En el Archivo Histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, hay 45 
expedientes sobre casos de agresión, entre los años 1880-1890, en cada uno de estos 
casos, la agresión es desatada por las mujeres en contra de otras mujeres, contenida 


8 Exp. 41 / 880 María Gertrudis Yáñez consignada por lesiones a otra mujer. 
Archivo histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 


9 Exp. 41 / 881 Modesta E Isabel Ramírez consignada por lesiones a otra mujer. 
Archivo histórico del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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en las declaraciones ante el juez, nos muestran una agresión a tal grado desatadas 
por las mujeres que las heridas infringidas fueron graves y requirieron auxilio médico 
y hospitalización. 


Quizá con ello podríamos preguntar ¿qué tanto podemos decir que es el sexo 
débil? o que sólo los enfrentamientos entre mujeres se remitan a los chismes o injurias 
que ya para esta época son también tipificados como delitos. Considerando que una 
de los principales detonantes de la agresión física, tenía su origen en los chismes, 
injurias o argilende consideradas conductas comunes y de alta incidencia social. 
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La mujer que se atrevía a solicitar el divorcio 


tro de los asuntos legales comunes en los juzgados fueron las solicitudes de 
manutención por abandono del marido como las de divorcio solicitadas por 
mujeres ante las autoridades civiles. 


Esto se explica, en gran medida, por la tradición y la cultura machista de casar 
a las hijas sin su consentimiento por mero intereses de sus padres, razón por la cual, 
con la aprobación de las leyes civiles de 1857-1860, las de 1871 y el código tovariano 
para el Estado de Guanajuato, muchas mujeres que tenían la posibilidad económica y 
la posición social, buscaron la disolución del matrimonio por la vía civil y en la mayoría 
de los casos se les era concedido, como lo podremos entender con la siguiente cita: 


“Amelia Villegas, promueve Juicio de Divorcio contra su esposo Santo 
Acosta, bajo los principios legales de los artículos 266 fracción 4” y 
275 del código civil, para que se asegure la hipoteca, fianza o depósito 
de una cantidad bastante con forme al artículo 232. Argumenta que 
es la legítima esposa y ama de casa donde cuida a sus hijos e hijas de 
su difunto marido. 


Que el 3 de enero de 1883 fue expulsada de su casa a golpes e insultos 
por su marido quien la despojó de todas sus pertenencias. Ella retira 
la queja por golpes para que el marido no fuera sentenciado por ello y 
en cambio el marido le permite estar en una casa de depósito sin más 
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que el vestido que tiene puesto. Razón por la cual pido me regresen 
mis pertenecias y de uso personal así como un cuarto para mí y mis 
hijos.” 


El marido explica al juez que ella lo insultó y lo incitó a golpearla y que ella es 
una mujer que le gusta ser golpeada, el juez concede perdón al hombre, a pesar de 
las acusaciones de la mujer, sin embargo, el marido omitió decir que la tienda que los 
mantenía eran de su esposa y que su difunto marido, le había heredado la cantidad de 
$35,000.00 pesos. 


En una segunda intervención el juez ya no confió de la declaración del marido, 
sino en los reclamos de la esposa, quien demostró ser la legítima dueña del capital 
y de la tienda, por lo que se ordenó el pago a la demandante y la restitución de sus 
bienes, que el marido ya estaba malversando. 


Esta crónica de hechos que he sintetizado, se puede ver que para este periodo, 
el sistema de leyes ya tiene otra concepción de las conductas ¡legales y otra forma 
de tratarlos y dicta sentencias, que si bien al principio, había un clásico juicio de 
discriminación; en la segunda el juez descubre la intención clara del marido de despojar 
a la mujer de sus bienes así como de su dinero. 


En la lectura del expediente, aunque no se muestra de manera clara, se deja ver 
que el marido, ya tenía otra mujer (algo muy típico en esta época), él buscaba despojar 
a su esposa para poder mantener su nueva relación sentimental. Como es sabido, 
Guanajuato era una ciudad pequeña, donde todo mundo se conocía y los rumores y 
chismes eran el pan de cada día, no sería sorpresa, que al juez le hubiese llegado algún 


10 AHG- Juzgado de letras de lo civil. Ramo, supremo tribunal de justicia. Acto de 
divorcio 2 de enero de 1883 
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chisme, sobre los movimientos del marido golpeador y su amante, que sin pensarlo le 
dio cabida al segundo reclamo y falló a favor de la demandante, dada las pruebas y 
circunstancias; si este caso se hubiera presentado en las primeras décadas del siglo 
XIX el resultado quizá hubiera sido totalmente contrario. 


No hay que perder de vista, que la aplicación de las leyes y la justicia tenía 
principios sociales de aplicación discriminatorios. 


Las mujeres sufrían discriminación al presentar sus denuncias, salvo que 
tuvieran una importante posición socioeconómica como lo podemos apreciar en el 
siguiente Caso: 


“Rosa Alamán, sobrina de Lucas Alamán, juicio por divorcio presentado 
el 5 de enero de 1875 contra Ignacio Silíceo con el cual contrajo nupcias 
en el año de 1868 y que después de los primeros años de vida conyugal, 
sólo ha recibido malos tratos, miseria, insultos, infidelidades, [...] que le 
han provocado una disminución de su estado físico. Y que los bienes que 
tenía como dote para sostener a su familia han disminuido de manera 
considerable. Acusa a su marido del despilfarro de toda su herencia y 
de la venta de una finca que le vendió al cura Amezquita, quien tenía 
ahí un colegio. 


Con base al art. 266 y la fracción 1*, 3? y 4? del código civil, se notifica 
la demanda a favor de la demandante y se le declara en habilitación de 
pobreza y la expulsión del marido de la casa. Como testigos a favor de 
la demandante se presentaron D. Olthon €. Brackel Welda, catedrático 


109 


Mujer, derecho de 


Mujer, derecho de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


del colegio del Estado y amigo de la familia Alamán, el padre Amezquita 
y Rafael Madrid comerciante quienes atestiguan el estado de pobreza 
y sufrimiento conyugal de la demandante.”"' 


El juicio duró menos de un mes y se falló a favor de Rosa Alamán; en este caso 
y debido a que la demandante era una persona de peso social su caso se resolvió de 
manera pronta, no así, si el caso lo hubiera presentado una mujer de un estrato social 
de bajos recursos, como fue el caso de Amelia Villegas en contra de Santo Acosta, que 
fue necesario un doble juicio para que se le concediera el divorcio a la demandante y 
el juicio duró un año y ocho meses. 


11 AHG. Caja 17. Exp 1. Fondo. Ayuntamiento- juzgado de letras de lo civil. Ramo, 
tribunal de justicia. Año 1875. 
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Casos de mujeres acusadas de robo 


I robo fue uno de los delitos más comunes por el cual las mujeres eran detenidas, 
en flagrancia o por denuncia pública, por haber hurtado comestibles o bienes 
domésticos y en unos pocos casos por robo de dinero. 


En 1900, las estadísticas arrojan 3500 hombres detenidos por robo y 35 
mujeres por el mismo delito, la cifra varía según los años, pero era el delito más común 
que las mujeres cometían. 


En los informes de los gobiernos, sobre el número y tipo delitos, aparecen datos 
que refuerzan esta información, sobre el robo como el acto más común cometido por 
las mujeres, así como el de alcahuetería, con la salvedad de que en los informes, sólo 
se dan datos generales, pero en los libros de control, registrados como informes de 
los despachos criminales en el juzgado, si se presenta una información más detallada: 
el nombre de la que delinque, su dirección, oficio y, algo que es muy importante para 
la autoridad, saber si era la primera vez que se delinguía o era recurrente en el acto. 


Como en la hoja que registro del primer juzgado de lo civil y asuntos criminales 
se reporta tal y como lo muestra la imagen y sobre todo analizando las listas de las 35 
mujeres detenidas por ladronas, son en su mayoría reincidentes de dos o más robos y 
eran habitantes de la calzada de Guadalupe en Guanajuato. 
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Imagen tomada de: AHG- Ramo Judicial 1899-1900. Serie Gendarmería, Caja 1. 
Exp. 21. Cuarteles 5, 6 y 7. 
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Los infanticidios 


no de los delitos más extraños y poco comunes, es el de infanticidio, tal vez 

uno de los actos criminales más complejos y que causan un impacto muy fuerte 

en la sociedad por ser cometidos por mujeres madres contra sus hijos, a causa 
de pretender evitar su deshonra. 


A partir de 1889 a 1895, según los apéndices, información específica 
plasmada en gráficas sobre los índices criminales y los tipos de delitos que aparecen 


en los informes del gobierno estatal, con lo cual podemos ver claramente, los tipos 
más comunes por género y donde, por lo menos, se da un infanticidio por año en el 
Estado de Guanajuato. 
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Apéndice informativo del gobierno del estado de Guanajuato 1889-1896. Pag 195 y 


pag.196. archivo histórico del museo regional de la alhóndiga de Granaditas. 
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En las dos imágenes anteriores, se aprecian claramente los datos numéricos, 
pero seleccioné el de 1890 en razón de que se informa, que en dicho año, se presentaron 
4 infanticidios, uno en el mes de enero, otro en el mes de febrero, uno más en junio y 
el último de ellos en diciembre. 


Por desgracia no pude localizar los expedientes de dichos casos, pero el dato 
está plasmado de manera oficial en la anterior gráfica de índice delictivo, que el 
Gobierno del Estado presenta oficialmente en este periodo. 


Como el caso que pude localizar cometido por la señora Casimira Rodríguez, el 
28 de octubre de 1868 y que el juicio se celebró por una comisión de justicia especial 
en la Capital. 


Crónica del infanticidio: 


“El día 28 de octubre de 1868 en la mañana, la madre de Casimira de 
nombre María Trinidad, entró a su casa y vio cómo su hija, que había 
recién parido un niño lo tenía presionado con la boca hacia abajo y ya 
no se movía. 


Salió corriendo y dio aviso a su hermana Josefa Trinidad a Luz María 
Trinidad y a su marido Macario Rodríguez, que corrieron a ver lo que 
ocurría, pero al llegar María, ya están de rodillas Casimira un costado 
de la cama, sobre la cual yacía el cuerpo inerte del infante, el padre de 
la acusada la agarró a golpes al mismo tiempo que le gritaba e insultaba 
sin parar. 
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María Trinidad fue a dar parte la policía, para que fueran por su hija, 
pero a medio camino de su casa, ya su marido la llevaba agarrada de 
las greñas y acompañado de una multitud de gente, que le insultaba y 
arrojaba todo tipo de proyectiles. 


El juez cívico del departamento de León, por el tipo de delito, la remite 
de manera inmediata y por temor a que fuera ejecutada por la turba de 
gente que la perseguía y automática a la cárcel de la capital para ser 
juzgada en la sala de juzgado estatal.”*? 


Solamente existe la carátula del caso, falta el expediente completo, pero en 
la búsqueda de éste, puede localizar, una solicitud de Casimira Rodríguez, donde pide 
su preliberación, el 6 de marzo de 1874, mandando una carta al Congreso del Estado 
para que analicen su caso, ya que considera que su vida está en peligro, dado que ha 
tenido varias amenazas de muerte por sus compañeras de cárcel. 


Carta de solicitud de pre liberación de Casimira Rodríguez: 


“Casimira Rodríguez, mayor de edad y presa en la cárcel de esta 
ciudad, por delito de infanticidio, ante V. H. Con el debido respeto, 
comparezco y digo que en octubre de 1868, una desgracia causada 
por mi inexperiencia y el terror que me infundía, mi sentimiento me 
puso en el horrible caso de ante todos y particularmente ante mi familia 
como una criminal y sin embargo no puedo comprobar lo contrario, ni 
mi inocencia; tuve pues que resignarme a sufrir mi condena, que es de 
diez años de prisión. 


12 Expediente 69, 28 de abril de 1874. Comisión de justicia, Quinto congreso 2do. 
Caja 5-1 del Archivo Histórico del Congreso del estado de Guanajuato. 
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En marzo de 1870, en vista de mi buen comportamiento, fui nombrada 
celadora hasta el año pasado, porque mi salud no me permitió continuar 
desempeñando mi comisión, una vez que dejé la autoridad con que 
había estado honrando, las envidias, los rumores y resentimientos de 
las mujeres de mala conducta que tuve que denunciar al ser celadora, 
desencadenaron contra mí y he sido amenazada dos veces de muerte, 
hasta el punto de tener que intervenir la autoridad judicial, hoy continuó 
con el mismo peligro, de ser herida de un momento a otro. 


Por otra parte, el cumplimiento de mis obligaciones, me originará una 
enfermedad de parálisis, con frecuentes ataques, se repite más por 
los constantes disgustos y enojos que mis enemigas y compañeras de 
prisión me hacen sin cesar. 


Supuesto el beneficio alas celadoras, para abonarles la mitad del tiempo 
de servicio, me faltan la mitad del tiempo para de mi condena, tres años. 


Este expuesto cuando han transcurrido más el tiempo necesario para 
despertar el arrepentimiento aun en una alma criminal; cuando mi 
azarosa situación va menoscabando mi salud o tal vez estoy expuesta 
a perder mi vida de una manera violenta, es natural que ocurra a 
U. SOBERANIA. Que es la dispensadora de gracia, suplicándole 
humildemente me indulte del tiempo que me falta para terminar mi 
condena. 


A.U. Honorabilidad respetuosamente ruego se digne a obseder a la que 
solicito, en lo que recibiré una gran merced. 
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Cárcel de Guanajuato 28 de Abril de 1874. Casimira Rodríguez ( no 
sabe firmar). 


Al secretario del H Congreso del Estado.”44** 


La respuesta a dicha carta fue negando su solicitud, el día 30 de abril de 1874, 
aunque se indicó que la solicitud se tornaría al congreso para su posterior análisis. Es 
pertinente señalar que, para desgracia de la mujer, cometió un crimen en una de las 
ciudades donde la mentalidad conservadora es dominante, por ello no me sorprende 
que en la portada del expediente, quien entregó a la acusada fue su propio padre y 
quien la delató su madre. 


El caso se convirtió en gran alboroto popular, lo que obligó al juez de cabecera 
a remitir a la acusada de manera inmediata al juzgado de la capital del Estado y a la 
cárcel para evitar complicaciones, ya que era muy común que un delito como éste, 
lleva a la gente a hacer justicia por su propia mano. No pude localizar el expediente 
completo, pero en la carta de la acusada, donde pide se condone su pena y da sus 
argumentos, se puede interpretar que no es bien vista por las otras reclusas y que, en 
su práctica interna de las reclusas, no hay perdón para ciertos crímenes, sino que son 
sometidas a una segregación violenta y constante como parte adicional a su condena. 


13 Archivo histórico del Congreso del Estado de Guanajuato. Quinto congreso 28 
de abril de 1874. Infanticidio de Casimira Rodriguez. 
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Mujeres acusadas de homicidio 


n expediente del delito de homicidio que logré analizar se presentó de la 
siguiente manera: 


“María Teresa Muñoz, presa en la cárcel de esta ciudad y trasladada 
de la prisión de la ciudad de León. Por ser acusada de asesinato a Mario M. Franco. 
El día 9 de mayo de 1881. 


En la ciudad de León, Guanajuato. El día 9 de mayo de 1881 “la señorita María 
Teresa Muñoz, siendo hija única de padres ancianos y encontrándose estos en la 
mayor miseria y abandono, razón por la cual ella se dedicó a trabajar honradamente 
con el, señor Mario M. Franco, Quien sabiendo mi situación intento abusar de mí en su 
casa y por no ceder a su deseos me intento forzar, pero lo empuje y cayó de espalda 
en las escalera y ya no se movió solo sus ojos quedaron fijos en mí Salí corriendo de 
su casa a mi casa y ahí pase el resto del día hasta que la policía llegó por mí y se me 
acusó de asesinato”. 


La denuncia del crimen y de los hechos, la hace la sirvienta de la casa y 
atestigua que efectivamente el finado tenía la costumbre de llevar a su casa a mujeres 
de mala reputación y pasar las horas con ellas. 


En esta ocasión, ella escuchó gritos y mucho ruido, por lo que salió de la 
cocina y vio cuando una muchacha luchaba y empujaba a su patrón, quien cayó de las 
escaleras y murió.?* 


14 45.-Exp. 275. 21 de septiembre de 1881. Noveno Congreso /correspondencia 
caja 9-6. Archivo histórico del Congreso del Estado de Guanajuato. 
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El expediente está en muy mal estado, por lo cual sólo presento una síntesis 
de caso y no de manera textual, buscando rescatar los datos medulares del mismo. 


Pues bien, la mujer pese que actuó en defensa propia, no logró su libertad de 
inmediato, sino que pasó presa cuatro meses en la prisión de la capital, hasta que su 
caso, fue turnado por el Congreso del Estado, quien le otorgó su plena liberación, el 
día 16 de septiembre de 1881 no por su inocencia sino por la tradición de dejar en 
libertad adelantada a ciertos presos en el mes de septiembre. 


Otro caso similar es el siguiente: 


“En acto de defensa propia Magdalena Suarez del pueblo de San Luis 
de la Paz, mató a su marido, quien la estaba golpeando y en un intento 
desesperado por defenderse, tomó una barra de acero y le dio un golpe 
a su marido en la cabeza y al caer éste, ya sin sentido, cayó golpeando 
su cabeza contra el muro de la cocina y murió de manera instantánea.”** 


En este caso, la crónica de los hechos hace saber que el hombre pasaba la 
mayor parte del tiempo borracho, sin oficio ni beneficio, sólo llegaba a su casa a comer, 
dormir y pedir dinero a su esposa, que trabajaba vendiendo tortillas como comida en su 
casa y el día 20 de marzo de 1880, se presentaron los hechos de agresión del hombre 
sobre su mujer, no era la primera vez que éste la agredía, sino que el finado lo hacía 
con frecuencia, según comentó su esposa, quien ya había denunciado las agresiones a 
la policía, la cual nunca le había hecho caso, aun presentando los moretones y rastros 
de las constantes golpizas que le daba su marido. 


15 Exp. 47/883. Juzgado de Primer Instancia de San Luis de la Paz. Archivo del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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En dicho expediente, se hace una mención muy rápida del caso y sólo se le 
remite al juzgado segundo de la capital, donde ella hace la narración de los hechos y 
pasa un año en la cárcel, en lo que se investiga si lo que había declarado era verdad 
0 no. 


Se hace la crónica de los hechos. 


“Como a las 10 de la mañana estando en la cocina de su casa, 
Magdalena Suaréz estaba echando tortillas en el comal de barro, 
cuando vio entrar a su marido Juan Vélez quien se recargó en las tablas 
de la puerta de la cocina de adobe donde sólo hay un fogón de leña, una 
mesa de mezquite, una mojonera de piedra y lodo que sirve de mesa y 
más comentó Magdalena: entró echando la biga, arrojando los trastos 
al piso como es su costumbre y pidiéndome dinero. Como siempre con 
insultos: “mala mujer hija de perra, ven y dame tu dinero”, me gritó, se 
abalanzó y cayó al piso de tierra y se levantó más molesto, me jaló de 
las greñas y me dio tremenda trompada en la cara, pero no me soltó. 


Yo lloré y le pedí que me soltara y que tomara el dinero pero que no me 
pegara, pero no lo hacía, me seguía dando golpes y jalones de greñas, 
me arrastró al piso con él y por mi desesperación, tomé el fierro con que 
atizonaba el fajón y le di con todas mis fuerzas en la cabeza y el calló 
de lado contra el muro de piedra y lodo. Yo nomás escuché como que 
algo tronó, me levanté y le pegué dos veces más pero él ya no se movió. 
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Salí corriendo de la cocina a pedir ayuda y fue cuando vi a mi comadre 
Lencha y a Trini, que estaban pasando con su tercio de leñas en la 
espalda y que siempre pasaban a saludarme, ellas entraron y vieron que 
ya el Juan estaba ya tieso y sin más, ahí en la cocina.”** 


El juez de primera instancia en San Luis de la Paz, levantó una constancia de los 
hechos así como una descripción de las heridas que presentaba la señora Magdalena 
e hizo notar, que aún tenía en su cuerpo los moretones de la última golpiza que le 
había dado su ya difunto esposo, el juez también hizo mención sobre lo común que 
son, en su juzgado, los casos de brutalidad doméstica, que aqueja su jurisdicción en 
gran medida por la embriaguez de los hombres, así como la costumbre común golpear 
a sus esposas. 


Cabe mencionar que el municipio de San Luis de la Paz, está ubicado en el norte 
del estado, donde la embriaguez y los delitos relacionados con ésta eran cometidos 
tanto por hombres como mujeres, a pesar de todas las evidencias y datos sobre el 
origen del incidente que le costó la vida a Juan Vélez, la viuda pasó 12 meses detenida 
en la cárcel de la capital, en lo que se demostraba si lo que ella había informado al 
juez, en su municipio, era real y concordaba con los datos de su declaración ante el 
juez de primera y segunda instancia, en la cárcel de la alhóndiga de granaditas de la 
capital. 


Todos los casos de sentencia a mujeres eran muy lentos y poco atendidos 
por los jueces, que no les daban la misma prioridad que los casos de los hombres 
y más aún si las mujeres no eran parte de una familia acomodada o con recursos 


16 Exp. 47/883. Juzgado de Primer Instancia de San Luis de la Paz. Archivo del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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económicos; los casos de estas mujeres de origen pobre, (como lo era casi el 90% de 
la población nacional durante todo el siglo XIX) eran atendidos con mucha lentitud por 
los defensores del pueblo, (si es que había en los juzgados) y hasta menospreciados 
o simplemente no eran atendidos. 


Es de considerarse que, en lo referido a la tipificación de los delitos, los que 
eran cometidos por mujeres o inclusive, cuando ellas eran las víctimas, el delito era 
minimizado por las leyes y los jueces, sólo los casos que alcanzaban notoriedad social 
eran atendidos de manera especial. 
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Casos de mujeres adúlteras 


A A n la causa criminal del operario Eduardo Torres de 45 años, 
vecino de Guanajuato quien purga 12 años en prisión por 
haber asesinado a una mujer con la que tenía doce años en 

amasiato, cuando la encontró en su lecho con otro hombre de nombre 

Jacobo Saavedra, al que se le sentenció por adúltero y se le condenó a 

15 años de prisión.”?” 


En este caso el marido encuentra a su mujer en pleno acto de adulterio y 
la asesina a golpes mientras, al amante, le provoca diferentes heridas, pero logra 
escapar. 


Entonces lo relevante era el honor del varón y la acción de la mujer. 


“Las autoridades judiciales otorgaron gran importancia a la defensa 
del honor, al grado de que, como lo ha señalado el investigador Pablo 
Piccato, vinieron a fortalecer el vínculo entre honor y violencia al 
legitimar esta última en nombre del primero”. 


Actuar en defensa del honor era considerado en los códigos penales causa que 
eximía de responsabilidad criminal. 


17 Archivo Histórico del Estado de Guanajuato (en adelante AHGEG), Fondo 
Secretaría de Gobierno, sección justicia, serie Supremo Tribunal de Justicia. 
Caja 93. 
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En el caso de los varones ello significó —a semejanza de la época colonial- 
que, “(...) si cometían el delito de homicidio en la persona de sus esposas o hijas por 
haberlas encontrado en tratos carnales con otro hombre o próximas a cometerlos, 
podían liberarse de cualquier tipo de castigo, siempre que no existiese premeditación 


(08 


El amante descubierto, en el caso comentado, aseguro que la mujer finada lo 
provocó y lo indujo a tener relaciones, pero como fue sorprendido en pleno acto de 
adulterio, no podía reclamar al esposo engañado por haberlo herido y dictó sentencia 
condenatoria de 10 años de cárcel. 


"Saavedra intentó eludir su responsabilidad criminal apelando 
a la conducta moral de su víctima, reiterando el oficio en el que se 
desempeñaba. De nueva cuenta se expone a la mujer como fomentadora 
de su desgracia y causa de la perdición masculina por no apegarse al 
modelo dicotómico de honor/vergienza. Por otra parte, se avala el papel 
del hombre como figura autoritaria, intolerante ante las pretensiones 
femeninas de transgredir su lugar de sumisión y en el cual se admiten 
las reacciones violentas empleadas como correctivos. Desde el punto de 
vista social, dichos correctivos coadyuvaban a preservar el orden y el 
modelo ideal de la mujer en relación con el hogar.”** 


Al final, en apelación, sólo recibió una sentencia de 5 años por su delito y 2 
años de trabajo forzado en las obras de la ciudad y en la limpieza. 


18 Lisette G. Rivera Reynaldos. Crímenes pasionales y relaciones de genero en 
México 1810-1910. ED. Nuevo Mundo. Ed. 2005; p. 35. 


19 AHGEG, Fondo Secretaría de Gobierno. Sección Justicia. Serie Supremo 
Tribunal de Justicia. Caja 96, 
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En aquellos tiempos, los derechos de la mujer eran subordinados a los principios 
morales y sociales de la época, más que al derecho pese a su formal reconocimiento 
en la constitución liberal de 1857, ratificada en 1860. 
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Caso de una mujer de mala fama víctima de homicidio 


n junio de 1885, un comerciante guanajuatense casado, de 29 años apuñaló en 
tres ocasiones a Julia lrordia, prostituta con la que había estado paseando y 
consumiendo alcohol toda una tarde de junio. 


Según las declaraciones del acusado, cerca de las diez de la noche, se dirigían 
a la casa de la occisa, cuando ella comenzó a insultar su honor y hombría, por lo 
que ofuscado la apuñaló en tres ocasiones, infiriéndole una herida mortal por la que 
falleció tres días después. En un principio, el acusado negó ser el autor de los hechos, 
atribuyendo el homicidio a un hombre desconocido 


“[...] Que decía no poder designar, explicando la interacción de éste, por las 
múltiples relaciones y compromisos que una mujer pública como la finada, tiene con 
varios hombres [...]. Posteriormente se vio obligado a confesar, expresando que atacó 
a Julia para reprimir su insolencia, y que sólo pretendía herirla para que callara.? 


La vox populi sostenía que Julia tenía un historial de detenciones por argiende, 
alcoholismo y sobre todo, por ser una mujer pública, lo que ocasionó una mayor 
atención al caso de su asesinato. 


En el caso del agresor, Pedro Luna, que tenía la imagen de comerciante y padre 
de familia, sin historial delictivo hasta ese momento primero negó su responsabilidad, 
pero después la aceptó afirmando que no quería lastimarla, pero como las ofensas 
verbales que la finada le profirió fueron muy fuertes, no tuvo opción. 


20 AHGEG, Fondo Secretaría de Gobierno, sección Justicia, serie Supremo 
Tribunal de Justicia, caja 
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El juez preguntó cuáles habían sido las palabras que ofendieron su masculinidad, 
él contestó después de dudar: ”(...) hijo de puta, malparido (...)” y más, se refirió a su 
difunta madre. Razón por la cual el sólo intentó darle una lección, pero ella se puso 
muy violenta y saltó sobre él clavándose el cuchillo. 


El hecho, fue visto por otras personas, que pasaban por la calle al momento del 
altercado, en la subida de la calle de la Alameda en Guanajuato capital y para fortuna 
del indiciado, la fama de la mujer pesó más que el propio asesinato de la misma. 


El expediente no está completo, lo que se pudo leer y reconstruir del caso, 
es que al final, el juez sólo le impone una multa al indiciado y un año de trabajos 
forzados, ya que según los hechos, no fue un asesinato premeditado sino, un asesinato 
circunstancial. 


Pedro Luna, fue respaldado no tanto por el sistema de las leyes, sino por el 
peso específico de la moral de la época y la supuesta conducta antimoral, en la cual 
vivía la finada, ya que por su actividad y su forma de vida, que atentan contra los 
buenos principios de moral y de fe imperantes en esos años, son los que dan sentencia 
y ejecutan una pena mínima al asesino. 


“La aplicación extrema de la violencia se consentía cuando se le 
agregaba el elemento del honor. Las autoridades judiciales otorgaron 
gran importancia a la defensa del honor, al grado de que, como lo ha 
señalado el investigador Pablo Piccato, vinieron a fortalecer el vínculo 
entre honor y violencia al legitimar esta última en nombre del primero. 
De hecho, actuar en defensa del honor se consideró en los códigos 
penales dentro de las circunstancias que eximían de responsabilidad 
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criminal a un individuo, junto con la defensa de la integridad personal o 
los bienes. En el caso de los varones ello significó —a semejanza de la 
época colonial- que si cometían el delito de homicidio en la persona de 
sus esposas o hijas por haberlas encontrado en tratos carnales con otro 
hombre o próximas a cometerlos, podían liberarse de cualquier tipo de 
castigo, siempre que no existiese premeditación. 


Muchos estudiosos y estudiosas del periodo han destacado que el 
honor del hombre se hallaba estrechamente vinculado a la conducta 
de la mujer, fuese ésta la esposa, madre hija o hermana. La sumisión 
y recato que se consideraban como valores esencialmente femeninos, 
implicaban que la mujer sólo podía ejercer su sexualidad con el hombre 
con quien había contraído matrimonio, y cualquier contravención al 
respecto recaía sobre el honor familiar. Por lo cual se entendía que él 
procediera a “hacer justicia” por su cuenta. El mismo modo de actuar 
en el caso contrario, cuando la mujer era la que delinquía, se valoró por 
lo general como cualquier otro delito de homicidio, con el agravante de 
parentesco.”?! 


21 Lisette G. Rivera Reynaldos. Crimenes pasionales y relaciones de género en 
México. 1810 a 1910. Ed. Nuevo Mundo. 2005. P. 35. 
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Mujeres asesinas 


tro hecho criminal sobresaliente, cometido por una mujer en el siglo XIX, 
narrado por el cronista Crispín en sus efemérides Guanajuatenses. 


“El crimen cometido en la ciudad de Guanajuato, contra el señor Tomas 
Haller, empresario minero de origen alemán, donde los implicados e implicadas fueron: 
Natividad, Severo, Román, Cosme Venegas, Urbano Villegas, Fermín Garabito alias “el 
pelón”, Nieves Pérez y Nieves Escobar y las cómplices, Ma. Dolores Hernández alias 
la víbora, Inocencia Salazar, Rafaela Pérez, María Eduwigis.”? 


En la crónica de los hechos del homicidio de Tomas Haller: 


“25 de mayo de 1889. Declaración rendida ante el juez por Fermín 
Garabito(a) el Pelón, después de haber estado tenazmente negativo, 
como todos; pero al fin todos confesaron con excepción de Muñoz, que 
a pesar de estar ya convicto se sostuvo en su negativa, dice asi: 


Habla Fermín Garabito alias el Pelón: El viernes como a las diez de 
la noche, hora en que el señor D. Tomas Haller llegó a la casa de la 
Carmiña, ya Narciso Muñoz, con cuatro de sus cómplices, entre ellos 
Garabito, estaban al asecho a poca distancia de la casa. Tan luego 
como el señor Haller entró, Narciso Muñoz tocó la puerta y abierta que 
fue, penetró en compañía de los cuatro citados individuos, entonces 
Muñoz, adelantándose, preguntó a Haller lo que hacía en aquel lugar, 
invitándolo a tener una explicación fuera de la casa, Haller aceptó y al 


22 Espinosa, Crispín: Efemérides Guanajuatenses o sean nuevos datos para 
contribuir a la formación de la historia de la Ciudad de Guanajuato. Talleres 
libres. P. 55 
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salir fue atrapado por los cuatro criminales, dos de apellido Venegas, 
Garabito y un mozo llamado Urbano, quienes dirigidos por Muñoz, lo 
condujeron fuera de la casa, intimidándole a que guardara silencio, se 
dirigieron hacia el cerro que está arriba de la casa de la Carmiña y 
como a treinta metros de ésta, hicieron alto para discutir el lugar donde 
debían llevarlo. 


Quedó por fin decidido que lo llevaría a un cuarto de la propiedad de 
Venegas, contiguo a la pastelería, marcado con el número 37 y que 
tiene una puerta a la calle real que conduce a la presa. 


Bajaron a la infeliz víctima por un punto llamado “el rebaje” y que es 
una especie de plazoleta donde labran losa, lo condujeron al cuarto 
citado; todos estos acontecimientos pasaron entre las once y las doce 
de la noche del viernes; en ese cuarto lo tuvieron, después de haberle 
aplicado algunos narcóticos, colocándole un tapón en la boca para 
impedirle dar voces. 


A la madrugada del sábado y recorriendo el mismo trayecto, lo sacaron 
del cuarto de los Venegas, conduciéndolo a otro, situado arriba del cerro 
y marcado con el número 40, conocido vulgarmente con el nombre del 
mezquitito. 


Desde entonces vigilado por sus verdugos, tenía el Sr. Haller en esta 
última casa durante el día, trasladado por la noche de nuevo a la casa 
de los Venegas. 
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El martes en la noche se decidió al fin la muerte del Sr. Haller, el mismo 
Muñoz estuvo haciéndole aspirar el narcótico en un trapo y no podemos 
referirlo sin profunda indignación, cuando el desdichado mártir apartó el 
rostro para huir del nauseabundo olor, el verdugo profiriendo una grosera 
insolencia, le dio una bofetada en el rostro partiéndole los labios. 


En seguida, el mismo martes después de las once, el Sr. Haller fue 
llevado a unas ruinas contiguas al cuarto, tras de un pequeño portal y 
ahí de pie, apoyado en una pared, fue ahorcado por los asesinos, dos de 
ellos lo tomaron de los brazos y otros dos le enredaron en el cuello un 
lienzo llamado vulgarmente “patio”, consumando el más nefando de los 
crímenes. Muñoz presenciaba y dirigía todas estas operaciones. 


Una vez muerto, fue conducido a la casa del cerro y ahí estuvo el cadáver 
hasta el jueves a las dos de la mañana. Hora en que fue arrojado a la 
presa de Zaragoza. 


Poco antes de ser arrojado, Muñoz envió a uno de sus cómplices a que 
disparara un balazo por la presa de la Olla para desviar a la policía y 
evitar ser sorprendidos. 


Los otros dos reos, Natividad Venegas y el mozo Urbano, estuvieron 
conformes con esa declaración aunque fueron examinados por separado 
y sin tener conocimiento cada uno de ellos de lo que los demás 
declaraban. El 28 de mayo de 1889 se presenta el careo entre Narciso 
Muñoz con la Carmiña. Lo cual dió más luz sobre este crimen. 
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El primer careo tuvo lugar con el mozo Urbano. Quien precisó punto por 
punto los cargos que resultaron contra Muñoz, entonces éste, en medio 
de una excitación nerviosa, imprecó a su creador, en nombre de dios 
y de la religión, para que no lo acusaran; pero viendo que se sostenía 
en su dicho, le profirió lo mismo que al juzgado, algunos insultos; 
porque el señor juez de los autos. El Lic. Francisco Solano, le reprendía 
severamente y el solo contexto que la agitación nerviosa en que se 
hallaba le impedía saber lo que hacía.” 


En este crimen apareces dos mujeres Ana Carmiña que un tiempo, ocupó un 
estatus social de clase semialta, gracias al oficio y nivel económico de su padre y Ma. 
Dolores, ambas dedicadas a la prostitución, idearon el homicidio. 


Este caso sirve para demostrar, cómo la prostitución, no era un fenómeno 
social practicado sólo por mujeres de bajos recursos o de “poca educación”, sino que, 
es una práctica antisocial, y no exclusiva de un sector social. 


Al final fueron recluidas en el penal de la alhóndiga de Granaditas para ser 
procesadas por conspiración y crimen, hasta este punto se logró reconstruir esta 
historia. 


Cabe señalar, que en el tiempo en que se presentó el crimen, era una época 
de gran incertidumbre, sobre todo económica en la ciudad de Guanajuato, que sufrió 
durante todo el siglo XIX, saqueos, destrucción, intervenciones, los efectos de las 
guerras (independencia, época de Santa Anna, la reforma, Invasión Francesa) y los 
efectos de estos conflictos fueron devastadores para la economía y vida social de 
Guanajuato, que no es en vano, que de ser una de las ciudades más ricas de la Nueva 
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España, ya en el periodo del México independiente, sufriera una gran caída en todos 
los sectores sociales y los informes e indicadores sobre la violencia, muestran, cómo 
a consecuencia de la difícil situación y la insolvencia de los gobiernos de la nueva 
nación, de una u otra forma, son en gran medida, los causantes de la proliferación 
de la delincuencia, sobre todo del robo, que en la ciudad fue muy común y practicado 
tanto por hombres y mujeres, que en el caso de éstas, la mayoría de los robos los 
hacían para obtener alimentos o insumos domésticos. 


No es de extrañar que, al analizar los hechos del crimen anteriormente 
mencionado, las dos mujeres que actuaron de manera directa, tenga como trasfondo 
la obtención de dinero para sobrevivir a una época, en la cual era muy complicado vivir, 
donde la pobreza y la miseria eran el rostro típico de esos días y no es gratuito que, 
en esos años, ya aparezca de manera muy clara el fenómeno social de la prostitución 
y que las dos implicadas practicaban la prostitución como damas de compañía de lujo, 
es decir, no eran prostitutas comunes, sino exclusivas, su cuota de sexoservidoras 
era alta; la pobreza y la falta de buenos gobiernos, dan como resultado, violencia, 
desempleo, miseria y sobre todo, una pésima inversión en la educación, que como 
lo demostraré más adelante, nunca ha sido una prioridad en la inversión del estado 
mexicano. 


Son diversos factores los que se pueden ver implicados en el incremento de 
la violencia y sobre todo cómo estos detonan que las mujeres sean actores activos y 
pasivos de la violencia y su relación con su entorno social, de una cultura emergente, 
de una nación que, nació discriminando y minimizando a la mujer en su práctica social 
y en su vida cotidiana, en sus derechos y valores humanos, donde pesó más la moral 
y la falsa ética, de un estado bisoño e inacabado. 
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Ineficacia de la necropsia cuando el médico legista no 
intervino en el levantamiento del cadáver 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


a resolución de la corte interamericana de derechos humanos sobre el caso Digna 
Ochoa es paradigmática por muchas cosas, pero destaca el hecho de que subraya 
muchos vicios de la investigación criminal que van desde la invención de pruebas - 
para fabricar o exonerar culpables, hasta prácticas acientíficas y anquilosadas en A 
viejas rutinas.* 


Necro 


1 “(...) Deficiencias en la recolección de prueba (...) el Tribunal advierte (...) hubo 
numerosas falencias en el manejo de la escena del crimen y especialmente, 
en la documentación de esta, destacando importantes errores ocurridos en la 
descripción de hallazgos, tanto en el cuerpo como en el lugar de los hechos, 
en la realización de los exámenes externo e internos, así como en la necropsia 
médico legal (...).” Corte interamericana de derechos humanos: Caso Digna 
Ochoa y Familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021. Sentencia adoptada en San 
José de Costa Rica por medio de sesión virtual. En https://www.corteidh.or.cr/ 
docs/casos/articulos/seriec_447 esp.pdf. Consultada el 133 de enero de 2023; 
p. 33. 
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Uno de los temas en los que hace énfasis la resolución, es una reiterada 
actuación que se da en muchas partes del país, herencia de caducos entendimientos 
sobre la investigación criminal consistente en que el médico legista no acude al lugar 
donde se encontró el cadáver. Espera en la morgue y ahí hace su análisis.? 


Si el médico legista no acude al escenario del hallazgo, definitivamente sus 
conclusiones serán incompletas e ineficaces para ser tomadas en cuenta en una 
resolución jurisdiccional. 


La obligación del médico legista 
de disponer el levantamiento del cadáver 


La cientificidad de toda prueba pericial descansa en el cumplimiento de un 
método y, sencillamente, quita ese carácter si no se cumple con una sistemática, lo 
que, trasladado a la necropsia, aquella que debe explicar la causa de la muerte y sus 
pormenores, no es la excepción. 


2 “(...) hubo numerosas falencias en la necropsia del cadáver, destacando que los 
médicos del Servicio Médico Forense que realizaron dicha necropsia omitieron 
acudir al lugar de los hechos y no participaron en el levantamiento del cadáver, 
lo cual provocó que no pudieron verificar que se tomara información adecuada 
de aspectos importantes (...).” Corte interamericana de derechos humanos: 
Caso Digna Ochoa..., p. 34. 
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Precisamente, para determinar la causa de la muerte y sus circunstancias no 
puede omitirse la primera fase científica de la elaboración de la necropsia? consistente 
en el análisis del sitio del hallazgo y el levantamiento del cadáver.* 


Es claro que ambas actuaciones son parte de la necropsia ya que el cadáver es 
la máxima o una de las máximas evidencias en la escena del crimen y, más aún, el de 
levantamiento del cadáver es un acto propio de la medicina legal y propio del médico 
legista llamado para ese fin. 


3 Cfr. Adam, Aurora: El levantamiento de cadáver: la primera fase de cualquier 
autopsia. Gaceta científica forense. N* 6. Enero-Marzo, 2013; passim. 
Palomo Rando, José Luis y Ramos Medina, V: Papel del médico forense en 
la inspección ocular y levantamiento del cadáver. propuesta de documento. 
(Recomendaciones, guías, normas o protocolos de actuación profesional). 
En cuadernos de medicina forense. No. 36 Málaga, España. Abr. 2004; 
passim. En el mismo sentido Muñoz Hernández, Valeriano y Viéitez López, 
Ángela: La investigación en el lugar de los hechos. la intervención del médico 
forense en el levantamiento de cadáver. En https://dialnet.unirioja.es/servlet/ 
articulo?codigo=4767889. Consultado el 17 de enero de 2023; p. 36. Gisbert 
Calabuig, Juan Antonio: Fenómenos Cadavéricos. En Villanueva Cañadas, E. 
y Gisbert Calabuig, J.A. Medicina Legal y Toxicología. 6? ed. Barcelona: Mason 
2004, pp. 163 y ss. Mercado Salomón, Alejandra: Guía para la valoración judicial 
de la prueba pericial en materia de medicina forense (necropsia). En https:// 
www.cjf.gob.mx/PJD/PJD_resources/guias/lib/P01010.paf. Consultado el 17 de 
enero de 2023; p 225. 


4 “(...) Sobre este punto, la patóloga forense venezolana Antonietta De Dominicis 
cita como ejemplo de la participación del médico forense en esta diligencia lo 
siguiente: “Cuando fallecen personas por causas naturales y en vista de que 
no disponen de médico tratante que certifique la muerte, le corresponde a la 
Medicatura Forense resolver el problema; por lo tanto, el médico forense se 
traslada al sitio del suceso y luego de examinar detenidamente el cadáver, 
recabar todos los informes médicos que demuestren su patología, y corroborar 
el tipo de muerte, dicho experto puede proceder a firmar el certificado de 
defunción (...).” Pachar Lucio, José Vicente: La participación del médico forense 
en la escena del crimen. En medicina Legal de Costa Rica edición virtual. Vol. 
35 (1) Marzo 2018; p 4. 
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Tan es propio de la medicina legal que sus objetivos específicos son: 1.- 
Comprobar la muerte, 2.- estimar el intervalo post mortem, 3.- contribuir a determinar 
el modo, mecanismo y manera de muerte y 4.- contribuir con información sobre la 
presunta causa de muerte.* 


Dicha actuación es la única e irrepetible oportunidad de verificar todos los 
signos del cuerpo sin vida y el lugar donde se localizó. Teniendo presente que al 
realizarse el levantamiento se borran o se modifican las huellas relacionadas con su 
entorno ambiental.? 


Por lo que necesaria y rigurosamente para descubrir, registrar y que no se 
pierdan las evidencias, el médico forense debe comenzar su diagnóstico en ese lugar 
y ahí mismo debe disponer la manera de levantar el cadáver.” 


Esta actividad no puede ser delegada, ni al fiscal, ni a la policía investigadora, 
ni a un fotógrafo, ni a un criminalista; precisamente por ser un área que requiere el 
conocimiento profesional de la medicina. 


5 Cfr. López, Hilda: La importancia del médico legista en el levantamiento 
de cadáver. En  https://medicinalegalunivia.wordpress.com/2015/05/11/la- 
importancia-del-medico-legista-en-el-levantamiento-de-cadaver/. Consultado el 
18 de enero de 2023. 


6 Cfr. Roger, David: Levantamiento del cadáver. En diccionario jurídico de derecho. 
En  http://www.enciclopedia-juridica.com/d/levantamiento-del-cad%C3%A1ver/ 
levantamiento-del-cad%C3%A1ver.htm. Consultado el 17 de enero de 2023. 


7 “(...) Para lograr una conclusión en los estudios que se realizan tras la comisión 
de un delito o en la identificación de un cadáver en mal estado de conservación, 
es necesario disponer de dos tipos de muestras biológicas: + Muestras 
dubitadas o evidencias: son restos biológicos de procedencia desconocida, es 
decir, no sabemos a quién pertenecen —por ejemplo, las muestras recogidas 
en la escena del delito o de un cadáver sin identificar (...).” Prieto, Lourdes y 
Carracedo, Ángel: La prueba de ADN. En manual de prueba pericia. Suprema 
corte de justicia de la nación. Ciudad de México. 2022; p. 203. 
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La necropsia, acorde a la intervención del médico legista, implica 3 fases:? 
1.- Fase de médico legista — criminalista 


El médico forense debe acudir al lugar donde se localizó el cadáver para: A.- 
realizar la declaratoria de muerte en términos del artículo 343 de la ley general de 
salud, B.- localizar evidencias acordes a la colocación del cuerpo sin vida y su entorno 
y C.- disponer el levantamiento del cadáver.* 


Con lo obtenido, el médico legista, debe realizar sus hipótesis iniciales, con 
el grado de probables; sobre la hora de la muerte, si fue por causas naturales o fue 
provocada y precisar cuáles fueron. 


2.- Fase médico legista — diseccionador 


Ya en la morgue el médico legista reanaliza la parte exterior de cuerpo y 
procede a su disección a fin del análisis interno y, si es necesario dispone de estudios 
complementarios. 


3.- Fase de perito patólogo 


Este el momento en que el médico, con las evidencias encontradas confirma 
o descarta sus hipótesis iniciales sobre la hora de la muerte, causas del deceso y 
mecánica de los hechos. 


El uso jurisdiccional del conocimiento experto 


8 Vid in extenso Adam, Aurora: El levantamiento de ..., p. 2. 


9 Cfr. Pachar Lucio, José Vicente: La participación del..., p. 7. 
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El juez, como perítus peritorum, debe decidir si las conclusiones emitidas sobre 


la necropsia sirven en todo, en algo o en nada para la comprobación de la acusación 


sustentada por la fiscalía.* 


Resultando que la necropsia realizada por un médico legista que no acudió al 


sitio del descubrimiento del cadáver, ni se hizo cargo del levantamiento del cuerpo, ni 


hizo un análisis de las evidencias ambientales; sencillamente no puede alcanzar valor 


probatorio.*' 


10 


= 
= 


Cfr. Vázquez, Carmen: El juez ante el perito. Una breve introducción a los temas 
tradicionales de la prueba pericial. En manual de prueba pericia. Suprema corte 
de justicia de la nación. Ciudad de México. 2022; pp. 8 y ss. Como Vázquez, 
Carmen: Guía sobre los contenidos de los informes periciales y su impacto 
en del debido proceso. Consejo de la judicatura federal. Escuela federal de 
capacitación judicial. Ciudad de México. 2022; passim. 


Algo de lo aquí asumido se asoma en criterios de los tribunales federales que 
no afirman categóricamente que el médico legista debe ir al escenario de los 
hechos si aseguran el imperativo de un análisis integral del lugar de los hechos 
y del cuerpo sin vida, como consta en tesis aislada con los datos de localización: 
Décima Época. Registro digital: 2009086. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXII/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo 
|, página 437, y que literalmente señala: 

Feminicidio. Diligencias que las autoridades se encuentran obligadas a 
realizar en su investigación. Cuando se investiga la muerte violenta de una 
mujer, además de realizar las diligencias que se hacen en cualquier caso 
(identificación de la víctima, protección de la escena del crimen, recuperación 
y preservación del material probatorio, investigación exhaustiva de la escena 
del crimen, identificación de posibles testigos y obtención de declaraciones, 
realización de autopsias por profesionales competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados, y determinación de la causa, forma, lugar 
y momento de la muerte), las autoridades investigadoras deben identificar 
cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte y verificar la 
presencia o ausencia de motivos o razones de género que originan o explican 
la muerte violenta. Además, en dichas muertes se deben preservar evidencias 
específicas para determinar si hubo violencia sexual y se deben hacer las 
periciales pertinentes para determinar si la víctima estaba inmersa en un contexto 
de violencia. Además, las investigaciones policiales y ministeriales por presuntos 
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Y no puede alcanzar valor probatorio por no haberle dado el trato de prueba 
irreproducible como por incumplir los requisitos de cientificidad — fiabilidad que se 
exigen para toda pericial. 


En efecto, acorde alos artículos 271 y 274 del código nacional de procedimientos 
penales, la necropsia es una prueba irreproducible, en atención a que los indicios se 
alteran con el levantamiento del cadáver. 


feminicidios deben analizar la conexión que existe entre la violencia contra la 
mujer y la violación de otros derechos humanos, así como plantear posibles 
hipótesis del caso basadas en los hallazgos preliminares que identifiquen la 
discriminación o las razones de género como los posibles móviles que explican 
dichas muertes. En ese sentido, se debe investigar, de oficio, las posibles 
connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto de violencia 
perpetrado contra una mujer cuando dicho acto se enmarca en un contexto de 
violencia contra la mujer que se da en una región determinada. En específico, los 
protocolos de investigación de muertes de mujeres incluyen diversos peritajes 
específicos, entre los que destacan los tendientes a determinar si el cuerpo tenía 
alguna muestra de violencia y, específicamente, violencia sexual -para lo cual se 
tienen que preservar evidencias al respecto-. La exploración ante una posible 
violencia sexual debe ser completa, pues es difícil rescatar las muestras que no 
se tomen y procesen en las primeras horas. Además, siempre deben buscarse 
signos de defensa y lucha, preponderantemente en los bordes cubitales de 
manos y antebrazos, uñas, etcétera. En homicidios de mujeres relacionados 
con agresiones sexuales suelen encontrarse, en la parte exterior del cuerpo, 
entre otros, mordeduras de mamas y/o contusiones al interior de los muslos. 
Además, los peritajes en medicina forense tienen el propósito de determinar si 
la occisa presenta signos o indicios criminalísticos de maltrato crónico anterior 
a su muerte. Aunado a lo anterior, algunas diligencias específicas en este tipo 
de muertes consisten, por un lado, en que el perito que realiza la autopsia esté 
familiarizado con los tipos de tortura o de violencia que predominan en ese 
país o localidad y, por otro, que además de la necropsia psicológica practicada 
a las occisas, se realice complementariamente un peritaje psicosocial, el cual 
se centra en la experiencia de las personas afectadas por las violaciones a los 
derechos humanos, mediante el cual se analice su entorno psicosocial. 


147 


Necropsia 


Necropsia 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Por lo que el médico forense, en unión con un grupo interdisciplinario de 


criminalistas, debe asistir al lugar del hallazgo, dar la declaratoria de muerte, levantar 


y registrar las evidencias descubiertas y disponer del levantamiento del cadáver. 


Así las cosas, sin el registro de los indicios ambientales que acompañaban al 


cuerpo sin vida descubiertos por un experto en la medicina forense; deja a la defensa 


sin oportunidad de ejercitar el contradictorio, como lo indica el artículo 6 del código 


nacional de procedimientos penales y da razón suficiente para desestimar la necropsia. 


Por otro lado, como otro argumento independiente, la necropsia con las 


omisiones indicadas, al momento de la valoración que dispone el ordinal 359 de la ley 


adjetiva de la materia, no resiste el examen de cientificidad, que implica dos rubros:*? 


12 


Vid in extenso Caso Daubert desarrollado en Estados Unidos en 1984 en el que 
los padres de los menores Jason Daubert y Eric Schuller promovieron un juicio 
civil por daños tóxicos contra de Merrel Dow Pharmaceuticals Inc. argumentando 
malformaciones congénitas resultado de la ingesta materna, durante el 
embarazo, de Bendectin un antihistamínico para aliviar náuseas y mareos. Mas 
no hubo evidencia científica que probará un nexo causal entre el consumo de 
tal medicamento y las malformaciones; por lo que el tribunal emitió criterios para 
la admisión y valoración de la prueba pericial acorde a su cientificidad. Vid in 
extenso Vázquez Rojas, Carmen: Sobre la cientificidad de la prueba científica 
en el proceso judicial. En anuario de psicología jurídica. Volumen 24. Número 1. 
Madrid, España. 2014, disponible en https://doi.org/10.1016/j.apj.2014.09.001 
passim. En el mismo sentido Alcoceba Gil, Juan Manuel: Los estándares de 
cientificidad como criterio de admisibilidad de la prueba científica. En https://doi. 
org/10.22197/rbdpp.v4i1.120. Consultada el 18 de enero de 2023; passim. 

Los parámetros del causa Daubert por los que la suprema corte de los estados 
unidos abandono el criterio de valoración de la pericial llamado estándar (Frye 
Federal Rules of Evidence) fueron: 1.- Falseable. 2.- Publicidad o conocimiento 
científico afianzado y conocido. 3.- Tasa de error en que se puede incurrir. D. 
Aceptación de la comunidad científica. Cfr. Moreno Cruz, Rodolfo: La Suprema 
Corte y sus malabares con la prueba científica. En nexos revista electrónica. En 
https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/la-suprema-corte-y-sus-malabares-con- 
la-prueba-cientifica/**_ftn3 . Consultada el 18 de enero de 2023; passim. 
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Analizar el rango de error conocido o posible, si se trata una 
técnica cientifica, así como la existencia de estándares de calidad 
y su cumplimiento durante su práctica 


Como se asentó anteriormente, si el médico legista no acude al escenario 
del hallazgo, deja en duda si los primeros indicios localizados son todos y si los 
descubiertos son los que dicen ser ya que no los registró un especialista en medicina. 


Mas aun, el levantamiento del cadáver implica la modificación de los 
indicios del lugar. Luego dado que la determinación de la causa de la muerte, exige el 
escrutinio del principio de trasferencia, por el que el lugar de los hechos deja evidencia 
en el cuerpo sin vida y en el cuerpo sin vida queda evidencia del lugar; hay un riesgo 
evidente de que las conclusiones del médico forense sean erróneas o arroje un falso 
positivo y por ende no fiables. 


Verificar si la teoría o técnica cuenta con una amplia aceptación 
de la comunidad científica relevante 


La medicina legal, en la actualidad, exige que el médico legista acuda al sitio 
del hallazgo del cadáver y el incumplimiento acarrea una deficiencia medular en la 
necropsia, por no fiabilidad de la pericial.** 


13 En México la postura Daubert, sin entrar a debates como el que implico el voto 
particular del entonces ministro Cossío, fue en la tesis de materia administrativa 
pero sus conclusiones son aplicables a todas las materias, consultable con 
los siguientes datos de localización: Décima Época, Registro digital: 2011819, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: |.10.A.E.154 A (10a.), 
Materia(s): Administrativa, Tipo: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 31, Junio de 2016, Tomo IV, página 2964literalmente 
sostiene: 
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En fin, pese a que el código nacional de procedimientos penales no lo disponga 


literalmente como obligatorio o que el protocolo de Minnesota señale que es 


recomendable o alguna otra dispensa inventada; la necropsia realizada por el médico 


que omitió acudir al lugar donde se encontró a la persona fallecida, no es fiable, no 


tiene calidad científica y no puede asumir valor probatorio.** 


14 


Prueba pericial de contenido científico o técnico. estándar de confiabilidad 
al que debe sujetarse para que en los procedimientos jurisdiccionales 
se le reconozca eficacia probatoria. El artículo 211 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo y a la Ley 
Federal de Telecomunicaciones abrogada, en términos de sus artículos 2o. y 8, 
fracción V, respectivamente, dispone que el valor de la prueba pericial quedará a 
la prudente apreciación del tribunal. La circunstancia precedente hace necesario 
que, ante la presentación de dictámenes científicos o técnicos expertos, el 
juzgador de amparo especializado en telecomunicaciones deba determinar, 
previamente, si los razonamientos subyacentes en ellos y la metodología 
ahí empleada son científica o técnicamente válidos y si pueden aplicarse 
a los hechos sujetos a demostración. Así, la calificación de confiabilidad del 
dictamen experto dependerá directamente del enfoque que adopte el juzgador, 
el cual debe determinarse no por las conclusiones aportadas por el perito, 
sino por los principios y metodología empleados. En ese sentido, se postulan 
como criterios orientadores para admitir o excluir las pruebas periciales de 
contenido científico o técnico, o bien, algunos aspectos específicos de éstas: 
a) la controlabilidad y falseabilidad de la teoría en la que se fundamentan; b) 
el porcentaje de error conocido o potencial, así como el cumplimiento de los 
estándares correspondientes a la técnica empleada; c) las publicaciones de la 
teoría o la técnica que hubieren sido sometidas al control de otros expertos; y, 
d) la existencia de un consenso general de la comunidad científica o técnica 
interesada. 


“(...) Un ejemplo claro de la importancia de contar con la información extraída del 
levantamiento. En marzo de 2006, en Estados Unidos una mujer de 42 años fue 
hallada muerta en su apartamento. Se encontraron múltiples manchas de sangre 
por toda la estancia, que incluso llegaban hasta la puerta de otro apartamento, 
donde resultó vivir uno de los sospechosos. Se hallaron huellas dactilares de 
varios sujetos, pantalones de hombre ensangrentados, importantes signos de 
violencia, como un agujero en la pared, probablemente realizado al golpear con 
fuerza sobre esta la cabeza de la víctima. Conociendo únicamente estos datos 
lo primero que nos vendría a la mente a cualquiera de nosotros sería que se 
trata de un homicidio. Todo ello previamente al resto de fases de la autopsia. 
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No escapa que la obligación indicada del médico legista irrumpe una praxis de 
tiempos aun no lejanos y por ello puede tener retractores. Mas, la afirmación de que 
el forense debe ir al sitio del hallazgo y disponer el levantamiento del cadáver es una 
postura de la medicina legal, no del derecho procesal penal. 


Ahora bien. Imaginemos que no sabemos nada acerca de las circunstancias 
que han rodeado la muerte. Y nos encontramos un cadáver, tras 10 días desde 
su fallecimiento y en un estado de descomposición avanzado al haber estado 
en una estancia sin ventilación en un mes de verano con un intenso calor. Es 
posible llegar a intuir diversos hematomas y laceraciones. No se observan 
signos traumáticos importantes o potencialmente mortales en la región craneal 
ni en otras partes del cuerpo. Sin embargo, en los análisis toxicológicos se 
encuentra una cantidad importante de cocaína y etanol, incluso de cocaetileno, 
metabolito producido en el hígado, tras el consumo conjunto de cocaína y 
etanol y que produce síntomas de euforia, aumento del consumo compulsivo y 
conductas violentas. A ello se añade el efecto sumatorio al riesgo de muerte que 
proporciona el cocaetileno al que ya tienen la cocaína y el etanol por separado, 
pudiendo llevar a intoxicaciones mucho más graves. En estos casos, la muerte 
se puede producir por hemorragias cerebrales, arritmia cardíaca, infarto agudo 
de miocardio, crisis hipertensivas, hepatotoxicidad, entre otras. Por tanto, 
únicamente con los datos proporcionados por el examen interno y tras las 
pruebas complementarias es comprensible llegar a la conclusión de la muerte 
accidental por sobredosis, como así fue. Dos años después, tras continuar las 
pesquisas policiales y recibir más información, se decidió la exhumación del 
cadáver. Ya con los datos del levantamiento y con un examen más exhaustivo de 
las lesiones traumáticas, la conclusión fue muy distinta, determinando la muerte 
por homicidio. Tras esto y con el análisis de huellas dactilares, muestras de ADN 
y la obtención de testimonios, un sospechoso fue condenado a cadena perpetua 
y otros dos a 45 y 20 años de prisión, respectivamente. Pese a las consecuencias 
que podría haber tenido el primer examen forense, no es posible decir que fuese 
deficiente, sólo que en el primero no se contaba con la información que en el 
segundo sí se tuvo. No conocer el principio de la historia, de sus circunstancias 
y de los detalles que la rodearon cambió completamente las conclusiones a las 
que llegó quien trataba de descifrarla. El levantamiento puede ayudar al médico 
forense a introducirse en esta historia que trata de contarle el cadáver ante el 
que se encuentra. Y sin un buen comienzo difícilmente es posible llegar a un 
adecuado final.* Adam, Aurora: El levantamiento de ..., p. 2. 
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Por lo que no puede sostenerse en contrario que, al tenor de la libertad 
probatoria, es opcional o que puede completarse con el análisis que hagan otros 
criminalistas. Llanamente no sirve como prueba aun cuando tenga una disfrazada 
aura científica.” 


15 Cfr. Duce, Mauricio: Los errores. La aplicación al caso concreto y los sesgos 
cognitivos de los peritos. En manual de prueba pericia. Suprema corte de justicia 
de la nación. Ciudad de México. 2022; p. 157. 
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Conclusión 


a necropsia es ineficaz si el médico legista practicante no acudió al sitio del 
hallazgo del cadáver. 


La necropsia requisita, como primera fase de su análisis, que el médico legista, 
no otra persona, acuda al sitio de la localización del cadáver, ahí inicie su examen y 
ordene su levantamiento. 


Su omisión y que el legista comience su examen en el punto número dos, 
estudiando el cuerpo sin vida en el depósito de cadáveres, implica un análisis 
incompleto e incompleta sus conclusiones que no atendieron a todos los elementos y 
factores que era menester analizar. 


En esas circunstancias, si no se da tratamiento a la necropsia como prueba 
irreproducible, impidiendo el ejercicio de contradictorio de la defensa; ni se satisface 
el examen de cientificidad; obliga al juez penal a negarle cualquier valor probatorio. 
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las partes en el procedimiento convencional en materia 
mercantil 


Dr. Miguel Ángel Maricchi Carpio 


Para la consulta de esta voz, remítase a la página 71 de este tomo. 
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La prueba ilícita y su tratamiento en el procedimiento 
penal acusatorio, caso concreto: delitos fiscales 


Dr. Jorge Estrada Álvarez 
l. Contexto general de la prueba en el procedimiento penal 


a prueba es la actividad central de cualquier procedimiento jurisdiccional. Los 

hechos solamente pueden ser dados a conocer al juez, a través de las probanzas 

aportadas por las partes, a fin de que decida la controversia. La planeación 
probatoria, y su técnica de incorporación a juicio, es el elemento esencial de cualquier 
teoría del caso. 


Es verdad que existen cuestiones que no requieren de una probanza en un juicio, 
como en el caso de los hechos notorios. Es notorio lo que es público, de conocimiento 
general, como lo son decisiones políticas, las publicaciones jurídicas o no jurídicas, un 
hecho histórico, catástrofes naturales, pandemias, fechas memorables, días festivos, 
y otros similares. Para un sector de la doctrina, lo notorio es calificado por un juez, 
y en medida de ello, se tendrá por acreditado cuando es alegado por las partes, sin 
necesidad de prueba.* 


1 Cfr. Cienfuegos Salgado, David: Los denominados hechos notorios. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, en 
revista electrónica: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2991/15. 
pdf, página 166 
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Igualmente, tampoco será objeto de probanza el derecho, la jurisprudencia o 
las opiniones doctrinales, ya que ello es materia de invocación por las partes, y el juez 
decidirá su interpretación y aplicación. 


En materia penal, conforme al procedimiento penal acusatorio, debemos 
distinguir que los hechos, son acreditados en dos momentos y con diversas acepciones 
jurídicas: 


1.- un primer momento es, cuando se solicita por el ministerio público la 
vinculación a proceso, que conforme al artículo 316, fracción |Il, del código nacional 
de procedimientos penales, se tendrá que demostrar que de los antecedentes de la 
investigación, se desprendan datos de prueba que establezcan que se ha cometido 
un hecho que la ley señala como delito, y la probabilidad de que el imputado lo haya 
cometido. 


En esta etapa no se desahoga prueba (salvo excepciones, cuando se trata de 
delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa?), sólo se exponen al juez de control, 
por parte del fiscal, los datos de prueba que tiene recabados en su investigación 
preliminar, que permitan suponer razonablemente que se cometió un hecho que la ley 
penal considera como delito. 


2.- un segundo momento, y que resulta la etapa más importante del 
procedimiento penal acusatorio, es el juicio oral, que es donde realmente se ejerce la 
actividad probatoria de las partes, al incorporarse a la audiencia los medios de prueba 
que, una vez desahogados, se convierten en la prueba en sí misma, necesaria para 


2 H. Congreso de la Unión: Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 
314, tercer párrafo. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ 
pdf/CNPP_190221.pdf consultado el 19 de agosto de 2022. 
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acreditar los hechos que se consideran delictivos, así como la responsabilidad, o no 
responsabilidad, de una persona en su comisión, conforme al artículo 356 del código 
nacional de procedimientos penales.* 


Derivado de la importancia que tiene la prueba, la autoridad judicial y las partes 
deben vigilar que la misma sea obtenida de manera lícita, es decir, con observancia de 
las reglas procesales, y sin la vulneración de derechos fundamentales de las personas, 
de lo contrario, la misma puede ser objeto de exclusión o nulidad, al considerarse 
ilícita. Esto es precisamente el objeto de estudio de este trabajo. 


Debe puntualizarse que, conforme al principio de presunción de inocencia, 
regulado por los artículos 20, apartado b, fracción ¡, de la constitución política de 
los estados unidos mexicanos, y 13 del código nacional de procedimientos penales, la 
suprema corte de justicia de la nación ha establecido, en jurisprudencia obligatoria, 
que será el órgano acusador quien tenga la carga de prueba, con un estándar o 
medida que permita establecer de forma clara y más allá de toda duda razonable, la 
responsabilidad penal de un acusado, de lo contrario, deberá absolverse.* 


3 H. Congreso de la Unión: Código Nacional de Procedimientos Penales. 
Artículo 356. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/ 
CNPP_190221 .pdf consultado el 19 de agosto de 2022. Artículo 356. Libertad 
probatoria. Todos los hechos y circunstancias aportados para la adecuada 
solución del caso sometido a juicio, podrán ser probados por cualquier medio 
pertinente producido e incorporado de conformidad con este Código. 


4 Décima época. Tesis:  Ta./J. 26/2014  (10a.), Registro digital: 
2006091, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril 
de 2014, Tomo 1, Materia(s) Constitucional, Penal, Página: 476. 
Rubro: —Presunción de inocencia como estándar de prueba. 
La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de “poliédrico”, 
en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas 
con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. 
Una de esas vertientes se manifiesta como “estándar de prueba” o “regla de 
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Esta actividad probatoria, deberá ser pertinente, idónea, necesaria, y sobre 
todo, lícita; es decir, que al obtenerse o incorporarse la prueba, no se vulneren derechos 
fundamentales, de lo contrario será objeto de exclusión total del procedimiento, con 
las consecuencias jurídicas que se analizarán en este trabajo. 


juicio”, en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a 
los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se 
hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del 
delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento 
de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la presunción de 
inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la 
que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para 
considerar que es suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, 
entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho 
de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena 
absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar. 
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ll. Las etapas del procedimiento penal en México 


| procedimiento penal acusatorio en México se encuentra regulado por en los 

artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, de la constitución política de los 

estados unidos mexicanos, así como por el código nacional de procedimientos 
penales, en lo que corresponde a las etapas que lo conforman y los diversos tipos de 
procedimientos. 


El procedimiento penal ordinario se compone de tres etapas: 


1.- Investigación, que a su vez se divide en preliminar (comprende desde la 
noticia criminis, denuncia, querella e inicio oficioso de investigación, hasta 
la solicitud de audiencia para formular imputación, y solicitar vinculación 
a proceso del imputado), y complementaria o judicializada, (que comprende 
desde la vinculación a proceso, hasta el cierre de investigación que no podrá 
ser mayor a seis meses). 

2.- Etapa intermedia, que se divide en dos fases: escrita (inicia con el escrito de 
acusación formal realizado por el ministerio público o por el acusador particular, 
en los casos que proceda; la actuación formal de la víctima y su asesor, así 
como la contestación de la acusación por parte de la defensa y el imputado); 
la fase oral comprende el desarrollo de la audiencia intermedia, que tiene 
por objeto la preparación del juicio oral, depuración de hechos, clasificación 
jurídica, ofrecimiento, admisión y exclusión de medios de prueba, y el dictado 
del auto de apertura a juicio oral. 
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3.- Juicio oral, que es la etapa en la que se desahoga ante la presencia 
ininterrumpida del juez o tribunal, los alegatos iniciales, desahogo de prueba, 
alegatos finales, y la decisión, previa deliberación, del juzgador, valorando 
razonadamente la prueba que fue recibida en el juicio. 


De igual manera, el código procesal nacional comprende ajustes razonables 
para personas inimputables, así como procedimientos especiales, como el de pueblos 
y comunidades indígenas, responsabilidad penal de personas jurídico colectivas, 
acción penal privada, y de asistencia jurídica internacional en materia penal. 


Para el caso de delitos fiscales, además de las reglas especiales de carácter 
sustantivo y procesal establecidas los artículos 92 al 101 del código fiscal de la 
federación, son aplicables las normas del procedimiento ordinario previsto en el código 
nacional de procedimientos penales, que comprende la parte esencial de este trabajo, 
es decir, la obtención o recaudo de datos de prueba por la fiscalía, que le permitan 
formular imputación, pedir vinculación a proceso, acusar formalmente; y esos datos, 
convertirse en medios de prueba admitidos para juicio, y ya en la audiencia de 
juicio oral, al desahogarse y convertirse en prueba, le permitan a la fiscalía pedir la 
imposición de una sanción penal. Ante todo, el juez y las partes deberán analizar cuál 
de esa información probatoria, puede ser considerada como prueba ilícita. 
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1Il. La prueba ilícita en el procedimiento penal 


os artículos 97, 264 y 357, regulan la nulidad y exclusión de actos, datos de 
prueba, medios de prueba y prueba, que hubiesen sido obtenidos con violación de 
derechos fundamentales: 


Artículo 97. Principio general 


Cualquier acto realizado con violación de derechos humanos será nulo y 
no podrá ser saneado, ni convalidado y su nulidad deberá ser declarada 
de oficio por el órgano jurisdiccional al momento de advertirla o a 
petición de parte en cualquier momento. 


Los actos ejecutados en contravención de las formalidades previstas 
en este código podrán ser declarados nulos, salvo que el defecto haya 
sido saneado o convalidado, de acuerdo con lo señalado en el presente 
capítulo. 


Artículo 264. Nulidad de la prueba 


Se considera prueba ilícita cualquier dato o prueba obtenidos con 
violación de los derechos fundamentales, lo que será motivo de exclusión 
o nulidad. 


Las partes harán valer la nulidad del medio de prueba en cualquier etapa 
del proceso y el juez o tribunal deberá pronunciarse al respecto. 


Artículo 357. Legalidad de la prueba 
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La prueba no tendrá valor si ha sido obtenida por medio de actos 
violatorios de derechos fundamentales, o si no fue incorporada al 
proceso conforme a las disposiciones de este código. 


La ley procesal, la doctrina, y la jurisprudencia, coinciden en señalar que, a fin 
de excluir alguna prueba por ilicitud, la autoridad judicial debe verificar las siguientes 
tres condiciones: 


1.- Que la obtención de la prueba haya vulnerado derechos fundamentales, 
contenidos en la constitución y tratados internacionales, como lo son: 


- obtención de información probatoria del procesado por medio de detención 
ilegal; 

- obtención de información probatoria (documentos, objetos, productos e 
instrumento de delito) derivada de cateos y allanamientos sin orden judicial; 

- obtención de declaraciones del imputado por medio de tortura o tratos crueles 
o degradantes, o sin la presencia de su defensor, previa asistencia y asesoría 
técnica; 

- obtención de información probatoria proveniente de testigos, relacionada 
con presión u hostigamiento a familiares por incomunicación del detenido o 
retención prolongada; 

- obtención de muestras de fluidos, huellas y escritos, dados por el detenido, 
sin su consentimiento y sin orden judicial; 

- obtención de información probatoria derivada de intervención de 
comunicaciones privadas, sin orden judicial; 

- obtención y creación de evidencia falsa. 
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- reconocimientos de personas con inducción a los testigos mediante la 
exhibición previa de imágenes del detenido. 

- los reconocimientos del acusado en audiencia de juicio, al exhibirlo con ropa 
o indumentaria propia de un centro de reclusión y con esposas o arillos de 
seguridad. 

- información probatoria que derive de prueba ilícita, por tanto es prueba 
prohibida 


2.- Que la prueba obtenida ilícitamente se incorpore al procedimiento penal 
dolosamente por el órgano de acusación, la asesoría victimal o la defensa, y 


3.- Que la prueba obtenida no esté dentro de los supuestos de excepciones a 
las reglas de exclusión. 


No puede comprenderse como prueba lícita, aquella que tenga errores formales, 
como fechas erróneas, nombres incorrectos, información incompleta, debido a que 
es irregular o imperfecta, y en su momento puede sujetarse a un saneamiento del 
acto, o convalidación de la información, conforme al procedimiento establecido por los 
artículos 99 y 100 del código nacional de procedimientos penales. 


Al respecto y para mayor claridad, existen diversos criterios emitidos por los 
tribunales de la federación, entre los que se encuentra la tesis con registro: 2016747, 
publicada en el semanario judicial de la federación, libro 53, abril de 2018, tomo lll, 
materia(s): penal, Tesis: 11.20.P.61 P (10a.), Página: 2272, cuyo rubro reza: “PRUEBA 
ILÍCITA Y PRUEBA CON DEFICIENCIA FORMAL O IRREGULAR. SUS DIFERENCIAS”, 
con el siguiente texto: La irregularidad en el desahogo de una prueba por no cumplir 
con las formalidades de la ley procesal, no determina necesariamente su carácter de 
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inutilizable, al no impedir su potencial reiteración o corrección futura, siempre que 
dicha anomalía meramente formal no conlleve, a su vez, una vulneración sustancial de 
derechos o prerrogativas constitucionales (lo que la convertiría en prueba ilícita); por 
tanto, en este caso, se admite la posibilidad de convalidación, perfeccionamiento 0 
repetición (por ejemplo, ofrecer dicha prueba nuevamente durante el proceso, ratificada 
o justificada cumpliendo las formalidades de ley), salvo que, la irregularidad conlleve 
la violación de derechos o garantías del imputado. En cambio, en cuanto a la ilicitud de 
la prueba (que no es lo mismo que su simple deficiencia formal o irregularidad), existe 
como regla de exclusión, la prohibición de admisión y de valoración de las pruebas 
obtenidas, directa o indirectamente con vulneración de derechos fundamentales y 
libertades públicas (detención ilegal, tortura, violación a la intimidad del domicilio, 
etcétera). En este caso, a diferencia de los supuestos de pruebas obtenidas 
irregularmente, exclusivamente desde una perspectiva formal subsanable, la prueba 
lícita no admite convalidación. Además, su exclusión alcanza no sólo a la prueba 
obtenida directamente con vulneración de un derecho fundamental, sino también 
a las posteriores pruebas cuya obtención deriva de la considerada ilícita, salvo las 
excepciones legal y jurisorudencialmente previstas; esto es, lo que se conoce como 
la doctrina de “los frutos del árbol envenenado”, clasificación en la que no encuadran 
las pruebas señaladas como irregulares por haber sido inicialmente obtenidas e 
incorporadas a la causa penal sin ajustarse al procedimiento formal establecido en 
la ley, pero perfeccionadas o reiteradas por no haber sido calificadas de ilícitas (con 
violación de derechos fundamentales). 
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Miguel Ángel Aguilar López, distingue con claridad lo que debemos entender 
por prueba ilícita, prueba prohibida y prueba irregular: la primera es la que se obtiene 
con violación de derechos fundamentales, es nula y de ninguna manera podrá 
valorarse en el proceso; la prueba prohibida es la derivada de la prueba ilícita, que 
conforme a la teoría del fruto del árbol envenenado, tampoco podrá subsanarse, y 
por lo tanto, será, en consecuencia, excluida; y la prueba irregular es la generada 
con vulneración de normas de rango inferior que regulan su obtención y práctica, 
como lo son formalidades, la que sí podrá ser objeto de saneamiento y convalidación, 
conforme a las reglas procesales. 


Por ejemplo, un contrato privado ratificado, aunque tenga un error en la fecha 
de su elaboración, la fecha que se tendrá por cierta, es cuando se haya ratificado, y 
si la ratificación también contiene un error en la fecha, la certeza de su realización 
se tendrá cuando se hubiese presentado ante la autoridad, o ante el registro público, 
y no por esa circunstancia, se va a tratar de una prueba ilícita, debido a que en su 
obtención, no se vulneró derecho fundamental alguno. 


Al respecto es aplicable la tesis de jurisprudencia emitida por la segunda sala 
de la suprema corte, que a continuación se invoca: 


Época: Décima Época 
Registro: 2021218 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 


5 Vid. Aguilar López, Miguel Ángel: Presunción de Inocencia: principio fundamental 
en el sistema acusatorio. Editorial Instituto Nacional de Estudios Superiores en 
Derecho Penal, México, 2009, página 190 y ss. 
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Libro 73, Diciembre de 2019, Tomo | 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: 2a.1J. 161/2019 (10a.) 
Página: 466 


DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE 
“FECHA CIERTA” TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DELAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE 
OBLIGACIONES FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. 


La connotación jurídica de la “fecha cierta” deriva del derecho civil, con 
la finalidad de otorgar eficacia probatoria a los documentos privados y 
evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras personas. 
Asi, la “fecha cierta” es un requisito exigible respecto de los documentos 
privados que se presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del 
ejercicio de sus facultades de comprobación, que los contribuyentes 
tienen el deber de conservar para demostrar la adquisición de un bien o 
la realización de un contrato u operación que incida en sus actividades 
fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos documentos adquieren 
fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la Propiedad, 
a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a 
partir de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste que la 
legislación fiscal no lo exija expresamente, pues tal condición emana del 
valor probatorio que de dichos documentos se pretende lograr. 
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Contradicción de tesis 203/2019. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Séptimo del Tercer Circuito, Segundo del Cuarto 
Circuito y Tercero, Quinto y Sexto del Tercer Circuito, todos en Materia 
Administrativa. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 


Tesis de jurisprudencia 161/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada del seis de noviembre de dos 
mil diecinueve. 


Cabe decir que de acuerdo a diversos autores, la prueba ilícita, en un sentido 
amplio, se entiende como aquella contraria a la ley, o que no es conforme a la norma 
jurídica. Desde esta perspectiva, se han pronunciado las opiniones que consideran 
que prueba ilícita es aquella que es contraria a una norma de derecho, ya sea que 
haya sido obtenida o practicada transgrediendo normas de un ordenamiento jurídico, 
o ya sea que contravengan una norma contenida en la constitución, una procesal, o 
incluso, un principio general del derecho.* 


6 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita, sus premisas, regulación y excepciones en el sistema penal acusatorio, 
Editorial Flores Editor y Distribuidor, México 2018, p. 114 y ss. 
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Calocca” expande el concepto de prueba ilícita, al establecer que es aquella 
obtenida o practicada con infracción de cualquier derecho fundamental del imputado 
o de terceros, reconocido a nivel constitucional en nuestro país, ya sea directamente, 
o por remisión a los tratados internacionales sobre derechos humanos. 


Otros criterios más restrictivos, conciben la dignidad de la persona como pieza 
fundamental en el concepto de prueba ilícita, por lo que consideran que aquel material 
probatorio cuya obtención transgreda la dignidad del individuo es inadmisible en el 
proceso. Teniendo en consideración que la dignidad del individuo está consagrada 
en el mandato constitucional, en la parte que tutela los derechos fundamentales, los 
partidarios de esta tesis señalan que el concepto de ilicitud probatorio se circunscribe 
a un material que vulnera la norma constitucional. A mayor abundamiento, los medios 
de prueba que no tengan relevancia constitucional por no haber violado un derecho 
fundamental, no pueden ser privados de eficacia probatoria.? 


Son pruebas ilícitas aquellas que violan normas de rango legal especialmente 
constitucionales. Silva Melero, por su parte, afirma que para un sector doctrinal, la 
prueba ilícita es aquella que atenta contra la dignidad de las personas, es decir contra 
la dignidad humana.* 


7 Vid. Calocca, Alex: Una primera aproximación al tema de la prueba ilícita en 
Chile. en revista lus et Pra-xis, 1998, año 4, número 2, Talca Chile, p. 308. 

8 Cfr. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita... p. 115. 

9 Vid. Silva Melera, Valentín: La prueba procesal. En revista de Derecho Privado, 


Madrid, 1963, T. |., p. 69. 
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De acuerdo con lo anterior, será material probatorio, o acto de investigación 
ilícito, lo que sea contradictorio con la ley fundamental, con la constitución y las 
leyes que derivan de aquella, además de que su obtención vulnere derechos humanos 
contenidos en tratados internacionales. 


Existen supuestos que consideran excepciones a las reglas de exclusión 
de la prueba ilícita, como lo es la teoría de la fuente o causa independiente, del 
descubrimiento inevitable, del vínculo atenuado, y también la teoría de la buena fe 
y conexión de antijuridicidad, que son ampliamente reconocidos por la doctrina y las 
tesis emitidas por los tribunales de la federación en México, tema que será abordado 
más adelante. 


Es importante precisar, que a fin de determinar la ilicitud, debe darse una 
conexión de antijuridicidad en el sentido de que se vulnere un dispositivo legal, con el 
hecho de obtener, recaudar o exhibir información probatoria que afecte a las partes 
procesales en particular. 


Ahora bien, Eduardo Demetrio Crespo afirma que, para que sea excluida la 
prueba”, la ilegalidad del dato probatorio debe derivar: 1%) de su obtención irregular 
ilegalidad sustancial o sustantiva- (con afectación de derechos fundamentales o 
garantías constitucionales -este es el campo específico de actuación de la regla de 
exclusión y de la doctrina de los frutos del árbol venenoso-); o 2%) de su incorporación 


10 Vid. Demetrio Crespo, Eduardo: Las prohibiciones probatorias como límites al 
descubrimiento de la verdad en el proceso penal, XIIl edición de los cursos 
de postgrado en derecho de la Universidad de Castilla-La Mancha (Toledo), 
páginas 18 y ss. 
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ilegal al proceso -¡legalidad adjetiva- (con apartamiento de las prescripciones formales 
que limitan y condicionan su eficacia procesal -esta es la órbita operativa de las 
llamadas sanciones procesales en sentido estricto: inadmisibilidad y nulidad. 


Comenta el mismo autor que, en primer lugar, la adquisición puede ser ¡legal 
porque la prueba es obtenida en violación de garantías individuales constitucionalmente 
reconocidas, tales como, por ejemplo, la prohibición de obligar a alguien a declarar 
contra sí mismo (nemo tenetur se ipsum accusare, que traduce el derecho fundamental 
de toda persona de no autoincriminarse y de negarse a cooperar activamente con la 
acusación en la destrucción de su “estado de inocencia”), la inviolabilidad del domicilio, 
etc. Éste es, según dijimos, el ámbito natural en el cual operan normalmente la regla 
de exclusión y su eficacia refleja. En segundo lugar, la prueba puede ser ilegal no en sí 
misma, sino por su modo de incorporación al proceso. Éste es, reiteramos, el ámbito 
natural de actuación de las sanciones procesales típicas (inadmisibilidad y nulidad). 
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IV. Excepciones a las reglas de exclusión de la prueba ilícita 


or obra de la doctrina y jurisprudencia, principalmente en los Estados Unidos 

de América, que ha sido adoptada en México, se fue creando un catálogo de 

excepciones a la regla de exclusión probatoria, derivado de una posible ilicitud, 
que al concurrir en un caso concreto, tornarían inaplicable la prohibición probatoria y 
determinarían la legitimidad constitucional de la prueba obtenida. 


De acuerdo con Anaya Ríos y De la Rosa Rodríguez, las principales 
“excepciones” a la regla de exclusión (que cuando concurren en un caso concreto 
hacen que la prueba dubitada o señalada como ilícita, valga como elemento legítimo 
de convicción) son las siguientes:*” 


1.- Fuente independiente: si a los elementos de cargo se puede llegar por medios 
probatorios obtenidos de manera lícita en la causa, que no tienen conexión con 
la violación constitucional. 

2.- Descubrimiento inevitable: si el elemento de prueba se habría adquirido 
indefectiblemente en el futuro por otros caminos. 

3.- Buena fe: cuando la prueba (o el dato) se obtuvo sin intención de infringir - 
ya sea por error o ignorancia- principios constitucionales. 

4.- Proporcionalidad: la gravedad del acto ¡legal es de menor envergadura 
que las consecuencias que traería aparejada la eventual ineficacia del 
elemento de prueba, lo que también se conoce como balancing test en el 
sistema norteamericano, se deja librado al arbitrio judicial la valoración de la 
conveniencia de excluir la prueba ilícita en cada caso concreto, teniendo en 


11 Vid. Anaya Ríos, Miguel Ángel, y de la Rosa Rodríguez, Paola lliana: La prueba 
ilícita... p. 136. 
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Cuenta la intensidad de la infracción a la regla, la cantidad de invasión y la 
conciencia de la violación, a fin de sopesar el daño que la exclusión podría 
ocasionar.?? 


Al respecto, se han comenzado a emitir criterios por el poder judicial de la 
federación, que recogen esas interpretaciones doctrinales, conforme a la tesis emitida 
por la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, siguiente: 


Época: Décima Época 
Registro: 2010354 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 24, 
Noviembre de 2015, Tomo | 
Materia(s): Constitucional, Penal, Penal 
Tesis: la. CCCXXVI/2015 (10a.) 
Página: 993 


PRUEBA ILÍCITA. LÍMITES DE SU EXCLUSIÓN. 


La exclusión de la prueba ilícita aplica tanto a la prueba obtenida como 
resultado directo de una violación constitucional, como a la prueba 
indirectamente derivada de dicha violación; sin embargo, existen límites 
sobre hasta cuándo se sigue la ilicitud de las pruebas de conformidad 
con la cadena de eventos de la violación inicial que harían posible que no 
se excluyera la prueba. Dichos supuestos son, en principio, y de manera 


12 Cfr. Demetrio Crespo, Eduardo: Las prohibiciones probatorias... p. 20. 
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enunciativa y no limitativa, los siguientes: a) si la contaminación de la 
prueba se atenúa; b) si hay una fuente independiente para la prueba; y 
c) si la prueba hubiera sido descubierta inevitablemente. Sobre el primer 
supuesto, a saber, la atenuación de la contaminación de la prueba, se 
podrían tomar, entre otros, los siguientes factores para determinar 
si el vicio surgido de una violación constitucional ha sido difuminado: 
a) cuanto más deliberada y flagrante sea la violación constitucional, 
mayor razón para que el juzgador suprima toda evidencia que pueda 
ser vinculada con la ilegalidad. Así, si la violación es no intencionada 
y menor, la necesidad de disuadir futuras faltas es menos irresistible; 
b) entre más vínculos (o peculiaridades) existan en la cadena entre la 
ilegalidad inicial y la prueba secundaria, más atenuada la conexión; 
y c) entre más distancia temporal exista entre la ¡legalidad inicial y 
la adquisición de una prueba secundaria, es decir, que entre más 
tiempo pase, es más probable la atenuación de la prueba. En relación 
con el segundo supuesto es necesario determinar si hay una fuente 
independiente para la prueba. Finalmente, el tercer punto para no excluir 
la prueba consistiría en determinar si ésta hubiera sido descubierta 
inevitablemente en el proceso. Dicho supuesto se refiere, en general, 
a elementos que constituyan prueba del delito que hubieran sido 
encontrados independientemente de la violación inicial. La aplicación 
del anterior estándar debe hacerse en cada caso concreto. 


Amparo en revisión 338/2012. 28 de enero de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
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Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla |. Quintana 
Osuna. 


Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2015 a las 10:30 
horas en el Semanario Judicial de la Federación. 


Así, para Mir Puig*?, la vigencia amplia del principio in dubio pro reo, en materia 
probatoria, está limitado al principio de proporcionalidad en sentido amplio por la 
doctrina y la jurisprudencia constitucionales que incluye los tres subprincipios de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Los tres conceptos se 
afirman respecto a una finalidad beneficiosa para intereses públicos o particulares 
que ha de perseguir toda intervención estatal que limite derechos de los ciudadanos. 
La intervención estatal que persiga tal finalidad beneficiosa limitando derechos 
fundamentales sólo será constitucional si es proporcionada a dicha finalidad, cosa 
que requerirá que la limitación de derechos resulte: 1) idónea para alcanzar aquella 
finalidad, esto es, que sea capaz de conseguirla; 2) necesaria para el repetido fin, en el 
sentido de que éste no se pueda obtener mediante una intervención no lesiva o menos 
lesiva de derechos fundamentales; 3) proporcionada en sentido estricto, esto es, que 
no suponga más coste para los derechos que beneficio a obtener”. 


En caso de duda razonable sobre si una prueba de cargo debe ser excluida 0 
mantenida, corresponde concluir a favor de la necesidad de su exclusión, sólo cuando 
se relaciona directamente con la inocencia del acusado. 


13 Vid. Mir Puig, Santiago: Bases Constitucionales del Derecho Penal, Colección 
Biblioteca Básica de Derecho Penal y Ciencias Penales, dirigida por Eduardo 
Demetrio Crespo y José Ramón Serrano-Piedecasas, n* 1, Ed. lustel, Madrid, 
2011, pp. 96/97 
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V. Ilicitud probatoria en delitos fiscales 


a jurisprudencia de la suprema corte de justicia de la nación, señala que un 

documento será considerado como prueba ilícita, cuando el mismo provenga 

de una actividad delictiva por sí misma, es decir, la obtención ilegítima de 
documentos en caso de los registros de domicilios sin autorización, intervención 
y apertura de comunicaciones privadas, sin orden judicial, además de la obtenida 
en actos que signifiquen aperturas de archivos físicos y electrónicos, registro de 
pertenencias y habitaciones. Al respecto es aplicable la tesis siguiente: 


Época: Décima Época 
Registro: 2002741 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 115/2012 (10a.) 
Página: 431 


DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU 
ÁMBITO DE PROTECCIÓN SE EXTIENDE A LOS DATOS ALMACENADOS EN 
EL TELÉFONO MÓVIL ASEGURADO A UNA PERSONA DETENIDA Y SUJETA A 
INVESTIGACIÓN POR LA POSIBLE COMISIÓN DE UN DELITO. 
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En términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para intervenir una comunicación privada se 
requiere autorización exclusiva de la autoridad judicial federal, 
a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, por lo que 
todas las formas existentes de comunicación y las que son fruto de la 
evolución tecnológica deben protegerse por el derecho fundamental a 
su inviolabilidad, como sucede con el teléfono móvil en el que se guarda 
información clasificada como privada por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación; de ahí que el ámbito de protección del 
derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas se extiende 
a los datos almacenados en tal dispositivo, ya sea en forma de texto, 
audio, imagen o video. Por lo anterior, no existe razón para restringir 
ese derecho a cualquier persona por la sola circunstancia de haber sido 
detenida y estar sujeta a investigación por la posible comisión de un 
delito, de manera que si la autoridad encargada de la investigación, al 
detenerla, advierte que trae consigo un teléfono móvil, está facultada 
para decretar su aseguramiento y solicitar a la autoridad judicial 
la intervención de las comunicaciones privadas conforme al citado 
artículo 16 constitucional; sin embargo, si se realiza esa actividad sin 
autorización judicial, cualquier prueba que se extraiga, o bien, la que 
derive de ésta, será considerada como ilícita y no tendrá valor jurídico 
alguno. 
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Contradicción de tesis 194/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito. 10 de octubre de 2012. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Guillermo |. Ortiz Mayagoitia. Secretario: 
Jorge Antonio Medina Gaona. 


Tesis de jurisprudencia 115/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de octubre de dos 
mil doce. 


De acuerdo con lo analizado hasta este momento, una investigación penal, 
por posible delito fiscal, soportada en auditoría o procedimiento de verificación de 
actividades de carácter fiscal administrativo, puede quedar sujeto a la aplicación de 
las normas que regulan la licitud probatoria, del código nacional de procedimientos 
penales. 


La revisión fiscal administrativa puede abarcar solamente el análisis de 
documentos aportados por el contribuyente o aportados por terceros, sin que se 
autorice legalmente el acceso a un domicilio fiscal, sin autorización del contribuyente 
o sin autorización judicial, y mucho menos podrán revisarse y extraerse archivos 
electrónicos, archivos físicos o realizar la sustracción de pertenencias, sin que medie 
el mandato de la autoridad judicial, al no existir consentimiento del contribuyente 
visitado, ya que en caso de que la autoridad lo haga contraviniendo el artículo 16 
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constitucional, que contiene los derechos fundamentales de certeza y seguridad 
jurídica, toda la información así obtenida, podría considerarse prueba ilícita en un 
procedimiento penal. 


El ministerio público federal, tiene la posibilidad de solicitar a un juez federal 
la intervención de comunicaciones privadas y órdenes de cateo, si en el supuesto 
se investiga por ejemplo un delito fiscal de operaciones simuladas (compraventa de 
comprobantes apócrifos previsto y sancionado por el artículo 113 bis del código 
fiscal de la federación**), en los casos en que se considere delincuencia organizada, 
conforme al artículo 2, fracciones VIII, VII! bis y VII! ter, de la ley federal contra la 
delincuencia organizada.** 


14 H. Congreso de la Unión: Código Fiscal de la Federación: Artículo 113 
Bis. Disponible en https://www. diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CFF. paf 
consultado el 19 de agosto de 2022 
Artículo 113 Bis.- Se impondrá sanción de dos a nueve años de prisión, 
al que por sí o por interpósita persona, expida, enajene, compre o adquiera 
comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos 
jurídicos simulados. 

Será sancionado con las mismas penas, al que a sabiendas permita o publique, 
a través de cualquier medio, anuncios para la adquisición o enajenación de 
comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos 
jurídicos simulados. 

Cuando el delito sea cometido por un servidor público en ejercicio de sus 
funciones, será destituido del empleo e inhabilitado de uno a diez años para 
desempeñar cargo o comisión públicos, en adición a la agravante señalada en 
el artículo 97 de este Código. 

Se requerirá querella por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
para proceder penalmente por este delito. 

El delito previsto en este artículo, así como el dispuesto en el artículo 400 Bis del 
Código Penal Federal, se podrán perseguir simultáneamente. 


15 H. Congreso de la Unión: Ley federal contra la delincuencia organizada: Artículo 
2. Disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/101_200521. 
pdf consultado el 19 de agosto de 2022 
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Pongamos como ejemplo, que en una la auditoría practicada a una persona 
física o moral, por parte del sistema de administración tributaria, se hubiesen obtenido 
comunicaciones privadas, como correos electrónicos, apertura de correspondencia, 
mensajes electrónicos, apertura de archiveros y mensajería general, sin la orden 
de autoridad judicial, y con la negativa del contribuyente; por supuesto que esa 
información es prueba ilícita, y por ende será objeto de exclusión. 


Por el contrario, si el ministerio público o la autoridad fiscal administrativa, 
solicitaron a un juez federal, la recabación de información de cuentas bancarias, 
directamente a los bancos, o través de la comisión nacional bancaria y de valores, 
esa información, aunque no se tenga la autorización del contribuyente, es lícita, y no 
podrá ser excluida del procedimiento. Al respecto es aplicable la tesis con registro 
2017190, de la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, tesis: la. 
LXX1/2018 (10a.), cuyo rubro y texto señalan: “SECRETO BANCARIO. El ARTÍCULO 
117, FRACCIÓN Il, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN El DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 


Artículo 20.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, 
en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen 
como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán 
sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada: 
VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105 del 
Código Fiscal de la Federación; 

VIII Bis. Defraudación fiscal, previsto en el artículo 108, y los supuestos de 
defraudación fiscal equiparada, previstos en los artículos 109, fracciones | y IV, 
ambos del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando el monto de 
lo defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción lll del artículo 108 del 
Código Fiscal de la Federación; 

VIII Ter. Las conductas previstas en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de 
la Federación, exclusivamente cuando las cifras, cantidad o valor de los 
comprobantes fiscales que amparan operaciones inexistentes, falsas o actos 
jurídicos simulados, superen 3 veces lo establecido en la fracción 11! del artículo 
108 del Código Fiscal de la Federación; 
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El 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA El DERECHO A LA VIDA PRIVADA.” La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el secreto bancario o financiero es 
parte del derecho a la vida privada del cliente y, por tanto, está protegido por el 
principio de seguridad jurídica. En ese sentido, el artículo 117, fracción Il, de la Ley 
de Instituciones de Crédito, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, que prevé como excepción a la 
protección del derecho a la privacidad de los clientes o usuarios de las instituciones 
de crédito, la obligación de dar noticia o información, cuando las autoridades que la 
soliciten sean los procuradores generales de justicia de los Estados de la Federación 
y del Distrito Federal o subprocuradores, para la comprobación del cuerpo del delito 
y de la probable responsabilidad del indiciado, viola el derecho a la vida privada, 
toda vez que la permisión que otorga dicho precepto a la autoridad ministerial no 
forma parte de la facultad de investigación de delitos contenida en el artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni de la extensión de 
facultades de irrupción en la vida privada expresamente protegidas por el artículo 16 
de la propia Constitución; además, porque el acceso a dicha información implica que 
tenga la potencialidad de afectación del derecho a la autodeterminación de la persona, 
quien como titular de los datos personales es la única legitimada para autorizar su 
circulación; de ahí que la solicitud de información bancaria realizada por la autoridad 
ministerial debe estar precedida de autorización judicial. Lo anterior es así, en virtud 
de que el carácter previo del control judicial, como regla, deriva del reforzamiento que 
en la etapa de investigación penal se imprimió al principio de reserva judicial de las 
intervenciones que afectan derechos fundamentales, toda vez que el lugar preferente 
que ocupan en el Estado se expresa a través de los controles que deben mediar para 
su afectación, como lo prevé en el artículo 10. de la Constitución Federal. 
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Igual acontece, si la autoridad fiscal requisa o se introduce a un domicilio 
fiscal, sin la autorización de un juez, y quebranta cerraduras, desde luego que existe 
una afectación de derechos fundamentales y toda la información obtenida, tendrá el 
mismo fin, es decir, será objeto de exclusión por considerarse prueba ilícita, será nula y 
de ninguna manera podrá ser subsanable o convalidable, aunque el fiscal investigador 
solicite la ratificación de los funcionarios que la practicaron, o se ponga a la vista del 
imputado para que la reconozca. 


En caso de que un procedimiento fiscal administrativo donde se finque un 
crédito fiscal al contribuyente, sea declarado nulo por un tribunal federal de justicia 
administrativa, y dicho procedimiento sea utilizado como dato de prueba en la 
investigación del delito, por supuesto que esa nulidad, sobre todo si fue declarada por 
afectar el derecho de audiencia, o no permitir la defensa adecuada del contribuyente, 
afectará la investigación penal, al resultar información probatoria obtenida con 
violación de derechos fundamentales, como lo son de audiencia y certeza jurídica, que 
desde luego afecta el derecho a un debido proceso. 


Al respecto es aplicable la tesis de jurisprudencia emitida por la primera sala de 
la suprema corte de justicia de la nación: 


Época: Novena Época 
Registro: 160509 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro III, 
Diciembre de 2011, Tomo 3 
Materia(s): Constitucional, Penal 
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Tesis: 1a./. 139/2011 (9a.) 
Página: 2057 


PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO COMPRENDE 
EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS OBTENIDAS 
AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES. 


Exigir la nulidad de la prueba ilícita es una garantía que le asiste al 
inculpado durante todo el proceso y cuya protección puede hacer valer 
frente a los tribunales alegando como fundamento: (i) el artículo 14 
constitucional, al establecer como condición de validez de una sentencia 
penal, el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, (ii) el 
derecho de que los jueces se conduzcan con imparcialidad, en términos 
del artículo 17 constitucional y (iii) el derecho a una defensa adecuada 
que asiste a todo inculpado de acuerdo con el artículo 20, fracción 
IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 
este sentido, si se pretende el respeto al derecho de ser juzgado por 
tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, es claro 
que una prueba cuya obtención ha sido irregular (ya sea por contravenir 
el orden constitucional o el legal), no puede sino ser considerada 
inválida. De otra forma, es claro que el inculpado estaría en condición 
de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, la regla de exclusión 
de la prueba ilícita se encuentra implícitamente prevista en nuestro 
orden constitucional. Asimismo, el artículo 206 del Código Federal 
de Procedimientos Penales establece, a contrario sensu, que ninguna 
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prueba que vaya contra el derecho debe ser admitida. Esto deriva de la 
posición preferente de los derechos fundamentales en el ordenamiento 
y de su afirmada condición de inviolables. 


Tesis de jurisprudencia 139/2011. Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de noviembre de dos 
mil once. 
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VI. Consecuencias jurídicas de la prueba ilícita: nulidad de la prueba 


os artículos 97 y 357 del código nacional de procedimientos penales, ordenan 

dejar inutilizable como evidencia el o los medios de prueba obtenidos con 

infracción a los derechos fundamentales, esto es, inservible para acusar o para 
ejercer defensa. 


La prueba declarada ilícita tiene como consecuencia jurídica su exclusión 
total del procedimiento, tanto de la prueba originaria obtenida ilícitamente, como la 
derivada de esa obtención, es decir, de la prueba prohibida. 


El juez tendrá prohibido hacer cualquier tipo de valoración sobre la prueba 
declarada como ilícita, es la nada procesal, y podría tener como consecuencia 
también, en efecto corruptor, afectar la verosimilitud de las hipótesis acusatorias 
dejando inconsistente el ejercicio de la acción penal. 


La primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, ha sostenido en la 
tesis con número de registro 2003564, que cuando el juez advierta la actualización 
de los supuestos que actualizan el efecto corruptor del proceso penal, de acuerdo a lo 
establecido por la propia primera sala, no podrá pronunciarse sobre la responsabilidad 
penal del acusado, ya que el actuar de la autoridad ha provocado condiciones 
sugestivas en la evidencia incriminatoria que conllevan la falta de fiabilidad de todo el 
material probatorio, viciando tanto el procedimiento en sí mismo como sus resultados, 
por lo que se debe proceder a decretar la libertad del acusado, cuando la violación 
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produce la afectación total del derecho de defensa, es decir, se afecta la totalidad del 
procedimiento, cuando el conjunto de pruebas aportadas por el órgano de acusación, 
se soportan en elementos obtenidos con violación de derechos fundamentales. *? 


Para Gutiérrez Moya, y Aguilar Brevis, el objetivo de excluir la prueba obtenida 
con violación de derechos fundamentales, se traduce en respetar las reglas del debido 
proceso, la presunción de inocencia, y así evitar la contaminación del razonamiento 
judicial.*” 


16 Décima época. Tesis: la. CLXVI1/2013 (10a.), Registro digital: 2003564 Primera 
Sala. Tesis aislada. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, 
Mayo de 2013, Materia Penal. T. 1, página 537 


17 Cfr. Gutiérrez Moya, Carlos, y Aguilar Brevis Alejandro: La prueba ilícita: 
reglas de exclusión de medios probatorios obtenidos vulnerando derechos 
fundamentales. En revista de Derecho, sociedad y Cultura, 2? época, año VIII, 
No. 3, Santiago, enero-diciembre, 2002. 
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Conclusiones 


esulta imperativa la revisión oficiosa del procedimiento de auditoría y 
determinación del crédito fiscal, verificando la no transgresión de derechos 
fundamentales 


En materia de delitos fiscales, las autoridades administrativas, tanto la 
recaudadora en revisiones de gabinete, como la fiscalía general de la república y la 
fiscalía de los estados, deberán vigilar que la obtención de información se sujete a los 
requisitos establecidos en la ley y sus reglamentos, vigilando que no se vulneren los 
derechos fundamentales de audiencia, certeza, seguridad jurídica y debido proceso, 
ya que de lo contrario, se podría generar ilicitud probatoria. 


Si un procedimiento administrativo de auditoría y determinación de crédito 
fiscal, donde a su vez se advierte la comisión de delitos, sirve de base a la investigación 
penal, con mayor razón deberá verificarse que en la obtención de información, no se 
vulneren derechos fundamentales, en virtud de que podrá ser excluido el sustento 
probatorio, conforme a las reglas del procedimiento penal ordinario, regulado en 
el código nacional de procedimientos penales, generando un efecto corruptor del 
procedimiento, que indefectiblemente terminará en un absolución del procesado. 
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